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 Declaración de Principios sobre 
Libertad de Expresión

Adoptada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en su 108° Período Ordinario de Sesiones 

celebrado del 2 al 20 octubre del 2000

PREÁMBULO

REAFIRMANDO la necesidad de asegurar en el hemisferio el respeto y la plena vigencia 
de las libertades individuales y los derechos fundamentales de los seres humanos a través 
de un estado de derecho;

CONSCIENTES que la consolidación y desarrollo de la democracia depende de la existen-
cia de libertad de expresión;

PERSUADIDOS que el derecho a la libertad de expresión es esencial para el desarrollo del 
conocimiento y del entendimiento entre los pueblos, que conducirá a una verdadera com-
prensión y cooperación entre las naciones del hemisferio;

CONVENCIDOS que cuando se obstaculiza el libre debate de ideas y opiniones se limita la 
libertad de expresión y el efectivo desarrollo del proceso democrático;

CONVENCIDOS que garantizando el derecho de acceso a la información en poder del Es-
tado se conseguirá una mayor transparencia de los actos del gobierno afianzando las insti-
tuciones democráticas;
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RECORDANDO que la libertad de expresión es un derecho fundamental reconocido en la 
Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Re-
solución 59(I) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Resolución 104 adoptada 
por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
La Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
así como en otros instrumentos internacionales y constituciones nacionales;

RECONOCIENDO que los principios del Artículo 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos representan el marco legal al que se encuentran sujetos los Estados 
Miembros de la Organización de Estados Americanos;

REAFIRMANDO el Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
que establece que el derecho a la libertad de expresión comprende la libertad de buscar, re-
cibir y difundir informaciónes e ideas sin consideración de fronteras y por cualquier medio 
de transmisión;

CONSIDERANDO la importancia de la libertad de expresión para el desarrollo y protec-
ción de los derechos humanos, el papel fundamental que le asigna la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos y el pleno apoyo con que contó la creación de la Relatoría para 
la Libertad de Expresión, como instrumento fundamental para la protección de este derecho 
en el hemisferio, en la Cumbre de las Américas celebrada en Santiago de Chile;

RECONOCIENDO que la libertad de prensa es esencial para la realización del pleno y 
efectivo ejercicio de la libertad de expresión e instrumento indispensable para el funciona-
miento de la democracia representativa, mediante la cual los ciudadanos ejercen su derecho 
a recibir, difundir y buscar información;

REAFIRMANDO que los principios de la Declaración de Chapultepec constituyen un do-
cumento básico que contempla las garantías y la defensa de la libertad de expresión, la li-
bertad e independencia de la prensa y el derecho a la información;

CONSIDERANDO que la libertad de expresión no es una concesión de los Estados, sino 
un derecho fundamental;
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RECONOCIENDO la necesidad de proteger efectivamente la libertad de expresión en las 
Américas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en respaldo a la Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión, adopta la siguiente Declaración de Principios;

PRINCIPIOS

1. La libertad de expresión, en todas sus formas y manifestaciones, es un derecho funda-
mental e inalienable, inherente a todas las personas. Es, además, un requisito indispensable 
para la existencia misma de una sociedad democrática.

2. Toda persona tiene el derecho a buscar, recibir y difundir información y opiniones li-
bremente en los términos que estipula el artículo 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Todas las personas deben contar con igualdad de oportunidades para 
recibir, buscar e impartir información por cualquier medio de comunicación sin discrimi-
nación, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, sexo, idioma, opiniones po-
líticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier otra condición social.

3. Toda persona tiene el derecho a acceder a la información sobre sí misma o sus bienes en 
forma expedita y no onerosa, ya esté contenida en bases de datos, registros públicos o pri-
vados y, en el caso de que fuere necesario, actualizarla, rectificarla y/o enmendarla.

4. El acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los indi-
viduos. Los Estados están obligados a garantizar el ejercicio de este derecho. Este principio 
solo admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley 
para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en 
sociedades democráticas.

5. La censura previa, interferencia o presión directa o indirecta sobre cualquier expresión, 
opinión o información difundida a través de cualquier medio de comunicación oral, es-
crito, artístico, visual o electrónico, debe estar prohibida por la ley. Las restricciones en la 
circulación libre de ideas y opiniones, como así también la imposición arbitraria de infor-
mación y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, violan el derecho a la libertad 
de expresión.
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6. Toda persona tiene derecho a comunicar sus opiniones por cualquier medio y forma. La 
colegiación obligatoria o la exigencia de títulos para el ejercicio de la actividad periodística, 
constituyen una restricción ilegítima a la libertad de expresión. La actividad periodística 
debe regirse por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los 
Estados.

7. Condicionamientos previos, tales como veracidad, oportunidad o imparcialidad por parte 
de los Estados son incompatibles con el derecho a la libertad de expresión reconocido en 
los instrumentos internacionales.

8. Todo comunicador social tiene derecho a la reserva de sus fuentes de información, apun-
tes y archivos personales y profesionales.

9. El asesinato, secuestro, intimidación, amenaza a los comunicadores sociales, así como la 
destrucción material de los medios de comunicación, viola los derechos fundamentales de 
las personas y coarta severamente la libertad de expresión. Es deber de los Estados prevenir 
e investigar estos hechos, sancionar a sus autores y asegurar a las víctimas una reparación 
adecuada.

10. Las leyes de privacidad no deben inhibir ni restringir la investigación y difusión de in-
formación de interés público. La protección a la reputación debe estar garantizada sólo a 
través de sanciones civiles, en los casos en que la persona ofendida sea un funcionario pú-
blico o persona pública o particular que se haya involucrado voluntariamente en asuntos de 
interés público. Además, en estos casos, debe probarse que en la difusión de las noticias el 
comunicador tuvo intención de infligir daño o pleno conocimiento de que se estaba difun-
diendo noticias falsas o se condujo con manifiesta negligencia en la búsqueda de la verdad 
o falsedad de las mismas.

11. Los funcionarios públicos están sujetos a un mayor escrutinio por parte de la sociedad. 
Las leyes que penalizan la expresión ofensiva dirigida a funcionarios públicos generalmen-
te conocidas como “leyes de desacato” atentan contra la libertad de expresión y el derecho 
a la información.

12. Los monopolios u oligopolios en la propiedad y control de los medios de comunicación 
deben estar sujetos a leyes antimonopólicas por cuanto conspiran contra la democracia al 
restringir la pluralidad y diversidad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la informa-
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ción de los ciudadanos. En ningún caso esas leyes deben ser exclusivas para los medios de 
comunicación. Las asignaciones de radio y televisión deben considerar criterios democrá-
ticos que garanticen una igualdad de oportunidades para todos los individuos en el acceso 
a los mismos.

13. La utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la concesión 
de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial 
y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el 
objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los 
medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de 
expresión y deben estar expresamente prohibidos por la ley. Los medios de comunicación 
social tienen derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o indi-
rectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incom-
patibles con la libertad de expresión.
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Declaración Americana sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada  
el 14 de junio de 2016) AG/RES. 2888 (XLVI-O/16)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO el contenido de la resolución AG/RES. 2867 (XLIV-O/14), “Proyecto de 
Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”, así como todas las 
resoluciones anteriores relativas a este tema;

RECORDANDO igualmente la “Declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas en 
las Américas”, documento AG/DEC. 79 (XLIV-O/14), que reafirma como una prioridad de 
la Organización de los Estados Americanos avanzar en la promoción y protección efectiva 
de los derechos de los pueblos indígenas de las Américas;

RECONOCIENDO el valioso apoyo al proceso en el seno del “Grupo de Trabajo Encarga-
do de Elaborar un Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas” por parte de los Estados miembros, los Estados Observadores, los órganos, or-
ganismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos;

RECONOCIENDO también la importante participación de los pueblos indígenas de las 
Américas en el proceso de elaboración de esta Declaración
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TENIENDO EN CUENTA el significativo aporte de los pueblos indígenas de las Américas 
para la humanidad,

RESUELVE:

Aprobar la siguiente Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas: 1/2

1	 Estados Unidos desea reiterar su compromiso para atender los apremiantes problemas que atañen a los 
pueblos indígenas en el continente, incluido el combate a la discriminación social de que son objeto, el 
incremento de su participación en los procesos políticos nacionales, la falta de infraestructura y las malas 
condiciones de vida imperantes en sus comunidades, el combate a la violencia contra las mujeres y niñas 
indígenas, la promoción de la repatriación de restos ancestrales y objetos ceremoniales, así como la colabo-
ración en áreas relativas a los derechos territoriales y gobierno autónomo, entre otros. Las muchas iniciativas 
en curso con respecto a estos temas constituyen posibles oportunidades para atender algunas de las conse-
cuencias de acciones pasadas. No obstante, Estados Unidos ha expresado de manera persistente sus objecio-
nes al texto de esta Declaración Americana, que en sí mismo no es vinculante y, por lo tanto, no da lugar a 
una nueva legislación y tampoco constituye una declaración de obligaciones para los Estados miembros de 
la Organización de los Estados Americanos en virtud de un tratado o el derecho internacional consuetudi-
nario.

Estados Unidos reitera su creencia, expresada ya desde hace mucho tiempo, de que la Organización de los 
Estados Americanos y sus Estados miembros deberían seguir concentrándose en la implementación de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (Declaración de las Nacio-
nes Unidas). Los Estados miembros de la OEA se unieron a los Estados miembros de las Naciones Unidas 
al renovar sus compromisos políticos con respecto a la mencionada declaración en la Conferencia Mundial 
sobre los Pueblos Indígenas en septiembre de 2014. Las importantes y ambiciosas iniciativas en curso en el 
ámbito internacional para cumplir los correspondientes compromisos contenidos en la Declaración de las 
Naciones Unidas y en el documento final de la conferencia son en consecuencia el centro de atención y re-
cursos de los Estados, los pueblos indígenas, la sociedad civil y las organizaciones internacionales, incluso 
de las Américas. En este sentido, Estados Unidos pretende seguir adelante con sus diligentes y proactivos 
esfuerzos, que ha emprendido en estrecha colaboración con pueblos indígenas en Estados Unidos y con 
muchos de los Estados miembros de la OEA, para promover la consecución de los objetivos de la Declara-
ción de las Naciones Unidas y el cumplimiento de los compromisos contenidos en el documento final de la 
Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas. Por último, cabe destacar que Estados Unidos reitera su 
solidaridad con los pueblos indígenas que han manifestado sus inquietudes con respecto a su falta de parti-
cipación plena y efectiva en estas negociaciones.

2	 Canadá reitera su compromiso con una renovada relación con sus pueblos indígenas fundamentada en el 
reconocimiento de derechos, el respeto, la cooperación y la colaboración. Canadá está ahora totalmente com-
prometida –en plena alianza con los pueblos indígenas de Canadá– con la implementación de la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, de conformidad con su constitución. 
En virtud de que Canadá no ha participado de manera sustancial en los últimos años en las negociaciones 
de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, por ahora no está en capacidad 
de adoptar una posición sobre el texto propuesto de esta declaración. Canadá está empeñado en seguir co-
laborando con sus contrapartes en la OEA abogando en favor de la causa indígena en las Américas.
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Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas

PREÁMBULO

Los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos (en adelante los Es-
tados)

RECONOCIENDO:

Que los derechos de los pueblos indígenas constituyen un aspecto fundamental y de tras-
cendencia histórica para el presente y el futuro de las Américas;

La importante presencia de pueblos indígenas en las Américas, y su inmensa contribución 
al desarrollo, pluralidad y diversidad cultural de nuestras sociedades y reiterando nuestro 
compromiso con su bienestar económico y social, así como la obligación a respetar sus de-
rechos y su identidad cultural; y

La importancia que tiene para la humanidad la existencia de los pueblos y las culturas in-
dígenas de las Américas;

REAFIRMANDO que los pueblos indígenas son sociedades originarias, diversas y con iden-
tidad propia que forman parte integral de las Américas;

PREOCUPADOS por el hecho de que los pueblos indígenas han sufrido injusticias histó-
ricas como resultado, entre otras cosas, de la colonización y de haber sido desposeídos de 
sus tierras, territorios y recursos, lo que les ha impedido ejercer, en particular, su derecho 
al desarrollo de conformidad con sus propias necesidades e intereses;

RECONOCIENDO la urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos 
de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, económicas y sociales y de 
sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente 
los derechos a sus tierras, territorios y recursos;

RECONOCIENDO ASIMISMO que el respeto de los conocimientos, las culturas y las prác-
ticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y equitativo y a la ordena-
ción adecuada del medio ambiente;
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TENIENDO PRESENTE los avances logrados en el ámbito internacional en el reconoci-
miento de los derechos de los pueblos indígenas, y en particular, el Convenio 169 de la OIT 
y la Declaración de la Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN los progresos nacionales constitucionales, legislativos 
y jurisprudenciales alcanzados en las Américas para garantizar, promover y proteger los 
derechos de los pueblos indígenas, así como la voluntad política de los Estados de seguir 
avanzando en el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas de las Américas;

RECORDANDO los compromisos asumidos por los Estados miembros para garantizar, 
promover y proteger los derechos e instituciones de los pueblos indígenas, incluyendo aque-
llos asumidos en la Tercera y Cuarta Cumbre de las Américas;

RECORDANDO ADEMÁS la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los de-
rechos humanos reconocidos por el derecho internacional.

CONVENCIDOS que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas en la pre-
sente Declaración fomentar las relaciones armoniosas y de cooperación entre los Estados y 
los pueblos indígenas, basadas en los principios de la justicia, la democracia, el respeto de 
los derechos humanos, la no discriminación y la buena fe;

CONSIDERANDO la importancia de eliminar todas las formas de discriminación que pue-
dan afectar a los pueblos indígenas y teniendo en cuenta la responsabilidad de los Estados 
para combatirlas;

ALENTANDO a los Estados a que respeten y cumplan eficazmente todas sus obligaciones 
para con los pueblos indígenas dimanantes de los instrumentos internacionales, en parti-
cular las relativas a los derechos humanos, en consulta y cooperación con los pueblos in-
teresados;

DECLARAN:
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Sección primera 
Pueblos Indígenas. Ámbito de aplicación y alcances

Artículo I.

1. La Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas se aplica a los 
pueblos indígenas de las Américas.

2. La autoidentificación como pueblos indígenas será un criterio fundamental para deter-
minar a quiénes se aplica la presente Declaración. Los Estados respetarán el derecho a dicha 
autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las prácticas 
e instituciones propias de cada pueblo indígena.

Artículo II

Los Estados reconocen y respetan el carácter pluricultural y multilingüe de los pueblos in-
dígenas, quienes forman parte integral de sus sociedades.

Artículo III

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho 
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo econó-
mico, social y cultural.

Artículo IV

Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que con-
fiere a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho alguno a participar en una actividad o 
realizar un acto contrarios a la Carta de la Organización de los Estados Americanos y a la 
Carta de las Naciones Unidas, ni se entenderá en el sentido de que autoriza o alienta acción 
alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territo-
rial o la unidad política de Estados soberanos e independientes.
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Sección segunda 
Derechos Humanos y Derechos Colectivos

Artículo V. Plena vigencia de los derechos humanos

Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho al goce pleno de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales, reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos y en el derecho internacional de los 
derechos humanos.

Artículo VI. Derechos colectivos

Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos indispensables para su existencia, bienes-
tar y desarrollo integral como pueblos. En este sentido, los Estados reconocen y respetan, el 
derecho de los pueblos indígenas a su actuar colectivo; a sus sistemas o instituciones jurídi-
cos, sociales, políticos y económicos; a sus propias culturas; a profesar y practicar sus creen-
cias espirituales; a usar sus propias lenguas e idiomas; y a sus tierras, territorios y recursos. 
Los Estados promoverán con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas la 
coexistencia armónica de los derechos y sistemas de los grupos poblacionales y culturas.

Artículo VII. Igualdad de género

1. Las mujeres indígenas tienen el derecho al reconocimiento, protección y goce de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales contenidos en el derecho internacional, 
libres de todas las formas de discriminación.

2. Los Estados reconocen que la violencia contra las personas y los pueblos indígenas, par-
ticularmente las mujeres, impide o anula el goce de todos los derechos humanos y liberta-
des fundamentales.

3. Los Estados adoptarán las medidas necesarias, en conjunto con los pueblos indígenas, 
para prevenir y erradicar todas las formas de violencia y discriminación, en particular con-
tra las mujeres, las niñas y los niños indígenas.
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Artículo VIII. Derecho a pertenecer a pueblos indígenas

Las personas y comunidades indígenas tienen el derecho de pertenecer a uno o varios pue-
blos indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, costumbres y sistemas de perte-
nencia de cada pueblo. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de 
ningún tipo.

Artículo IX. Personalidad jurídica

Los Estados reconocerán plenamente la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, 
respetando las formas de organización indígenas y promoviendo el ejercicio pleno de los 
derechos reconocidos en esta Declaración.

Artículo X. Rechazo a la asimilación

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y desarrollar libremente su 
identidad cultural en todos sus aspectos, libre de todo intento externo de asimilación.

2. Los Estados no deberán desarrollar, adoptar, apoyar o favorecer política alguna de asimi-
lación de los pueblos indígenas ni de destrucción de sus culturas.

Artículo XI. Protección contra el genocidio

Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de forma alguna de genocidio o in-
tento de exterminio.

Artículo XII. Garantías contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y otras formas 
conexas de intolerancia

Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de racismo, discriminación racial, 
xenofobia ni otras formas conexas de intolerancia. Los Estados adoptarán las medidas pre-
ventivas y correctivas necesarias para la plena y efectiva protección de este derecho.
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Sección tercera 
Identidad cultural

Artículo XIII. Derecho a la identidad e integridad cultural

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a su propia identidad e integridad cultural y a su 
patrimonio cultural, tangible e intangible, incluyendo el histórico y ancestral, así como a la 
protección, preservación, mantenimiento y desarrollo de dicho patrimonio cultural para su 
continuidad colectiva y la de sus miembros, y para transmitirlo a las generaciones futuras.

2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que podrán 
incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de 
los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin 
su consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y cos-
tumbres.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a que se reconozcan y respeten todas sus formas 
de vida, cosmovisiones, espiritualidad, usos y costumbres, normas y tradiciones, formas de 
organización social, económica y política, formas de transmisión del conocimiento, institu-
ciones, prácticas, creencias, valores, indumentaria y lenguas, reconociendo su interrelación, 
tal como se establece en esta Declaración.

Artículo XIV. Sistemas de conocimientos, lenguaje y comunicación

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho a preservar, usar, desarrollar, revitalizar y trans-
mitir a generaciones futuras sus propias historias, lenguas, tradiciones orales, filosofías, sis-
temas de conocimientos, escritura y literatura; y a designar y mantener sus propios nombres 
para sus comunidades, individuos y lugares.

2. Los Estados deberán adoptar medidas adecuadas y eficaces para proteger el ejercicio de 
este derecho con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas.

3. Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover y desarrollar todos sus sistemas y 
medios de comunicación, incluidos sus propios programas de radio y televisión, y acceder 
en pie de igualdad a todos los demás medios de comunicación e información. Los Estados 
tomarán medidas para promover la transmisión de programas de radio y televisión en len-
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gua indígena, particularmente en regiones de presencia indígena. Los Estados apoyarán y 
facilitarán la creación de radioemisoras y televisoras indígenas, así como otros medios de 
información y comunicación.

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, realizarán esfuerzos para que dichos 
pueblos puedan comprender y hacerse comprender en sus propias lenguas en procesos 
administrativos, políticos y judiciales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros 
medios eficaces.

Artículo XV. Educación 

1. Los pueblos y personas indígenas, en particular los niños y niñas indígenas, tienen dere-
cho a todos los niveles y formas de educación, sin discriminación.

2. Los Estados y los pueblos indígenas, en concordancia con el principio de igualdad de 
oportunidades, promoverán la reducción de las disparidades en la educación entre los pue-
blos indígenas y los no indígenas.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones 
docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos 
culturales de enseñanza y aprendizaje

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán medidas eficaces para que 
las personas indígenas, en particular los niños y niñas, que viven fuera de sus comunidades 
puedan tener acceso a la educación en sus propias lenguas y culturas.

5. Los Estados promoverán relaciones interculturales armónicas, asegurando en los siste-
mas educativos estatales currícula con contenidos que reflejen la naturaleza pluricultural y 
multilingüe de sus sociedades y que impulsen el respeto y el conocimiento de las diversas 
culturas indígenas. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, impulsarán la edu-
cación intercultural que refleje las cosmovisiones, historias, lenguas, conocimientos, valores, 
culturas, prácticas y formas de vida de dichos pueblos.

6. Los Estados, conjuntamente con los pueblos indígenas, deberán tomar medidas necesa-
rias y eficaces para el ejercicio y cumplimiento de estos derechos.
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Artículo XVI. Espiritualidad indígena

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a ejercer libremente su propia espiritualidad y 
creencias y, en virtud de ello, a practicar, desarrollar, transmitir y enseñar sus tradiciones, 
costumbres y ceremonias, y a realizarlas tanto en público como en privado, individual y 
colectivamente.

2. Ningún pueblo o persona indígena deberá ser sujeto a presiones o imposiciones, o a cual-
quier otro tipo de medidas coercitivas que afecten o limiten su derecho a ejercer libremente 
su espiritualidad y creencias indígenas.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios sagra-
dos, incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y 
a recuperar sus restos humanos.

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán medidas eficaces para 
promover el respeto a la espiritualidad y creencias indígenas y, proteger la integridad de los 
símbolos, prácticas, ceremonias, expresiones y formas espirituales de los pueblos indígenas, 
de conformidad con el derecho internacional.

Artículo XVII. Familia indígena

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. Los pueblos indígenas 
tienen derecho a preservar, mantener y promover sus propios sistemas de familia. Los Es-
tados reconocerán, respetarán y protegerán las distintas formas indígenas de familia, en 
particular la familia extensa, así como sus formas de unión matrimonial, de filiación, des-
cendencia y de nombre familiar. En todos los casos, se reconocerá y respetará la equidad 
de género y generacional.

2. En asuntos relativos a la custodia, adopción, ruptura del vínculo familia, y en asuntos 
similares, el interés superior del niño deberá ser de consideración primaria. En la deter-
minación del interés superior del niño, las cortes y otras instituciones relevantes deberán 
tener presente el derecho de todo niño indígena, en común con miembros de su pueblo, a 
disfrutar de su propia cultura, a profesar y a practicar su propia religión o a hablar su propia 
lengua, y en ese sentido, deberá considerarse el derecho indígena del pueblo correspondien-
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te, y su punto de vista, derechos e intereses, incluyendo las posiciones de los individuos, la 
familia, y la comunidad.

Artículo XVIII. Salud

1. Los pueblos indígenas tienen derecho en forma colectiva e individual al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física, mental y espiritual.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propios sistemas y prácticas de salud, así 
como al uso y la protección de las plantas, animales, minerales de interés vital, y otros re-
cursos naturales de uso medicinal en sus tierras y territorios ancestrales.

3. Los Estados tomarán medidas para prevenir y prohibir que los pueblos y las personas 
indígenas sean objeto de programas de investigación, experimentación biológica o médica, 
así como la esterilización sin su consentimiento previo libre e informado. Asimismo, los 
pueblos y las personas indígenas tienen derecho, según sea el caso, al acceso a sus propios 
datos, expedientes médicos y documentos de investigación conducidos por personas e ins-
tituciones públicas o privadas.

4. Los pueblos indígenas tienen derecho a utilizar, sin discriminación alguna, todas las 
instituciones y servicios de salud y atención médica accesibles a la población en general. 
Los Estados en consulta y coordinación con los pueblos indígenas promoverán sistemas o 
prácticas interculturales en los servicios médicos y sanitarios que se provean en las comu-
nidades indígenas, incluyendo la formación de técnicos y profesionales indígenas de salud.

5. Los Estados garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos contenidos en este artículo.

Artículo XIX. Derecho a la protección del medio ambiente sano

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a vivir en armonía con la naturaleza y a un am-
biente sano, seguro y sustentable, condiciones esenciales para el pleno goce del derecho a la 
vida, a su espiritualidad, cosmovisión y al bienestar colectivo.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar, restaurar y proteger el medio ambiente 
y al manejo sustentable de sus tierras, territorios y recursos.
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3. Los pueblos indígenas tienen el derecho de ser protegidos contra la introducción, aban-
dono, dispersión, tránsito, uso indiscriminado o depósito de cualquier material peligroso 
que pueda afectar negativamente a las comunidades, tierras, territorios y recursos indígenas

4. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección del medio ambien-
te y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios y recursos. Los Estados deberán 
establecer y ejecutar programas de asistencia a los pueblos indígenas para asegurar esa con-
servación y protección, sin discriminación.

Sección cuarta 
Derechos Organizativos y Políticos

Artículo XX. Derechos de asociación, reunión, libertad de expresión y pensamiento

1. Los pueblos indígenas tienen los derechos de asociación, reunión, organización y expre-
sión, y a ejercerlos sin interferencias y de acuerdo a su cosmovisión, inter alia, sus valores, 
sus usos, sus costumbres, sus tradiciones ancestrales, sus creencias, su espiritualidad y otras 
prácticas culturales.

2. Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse en sus sitios y espacios sagrados y ce-
remoniales. Para tal fin, tendrán libre acceso, y uso de los mismos.

3. Los pueblos indígenas, en particular aquellos que están divididos por fronteras interna-
cionales, tienen derecho a transitar, mantener, desarrollar contactos, relaciones y coopera-
ción directa, incluidas las actividades de carácter espiritual, cultural, político, económico y 
social, con sus miembros y con otros pueblos.

4. Los Estados adoptarán, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, medidas 
efectivas para facilitar el ejercicio y asegurar la aplicación de estos derechos.

Artículo XXI. Derecho a la autonomía o al autogobierno

1. Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen derecho 
a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y 
locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones autónomas.
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2. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus propias instituciones 
indígenas de decisión. También tienen el derecho de participar en la adopción de decisio-
nes en las cuestiones que afecten sus derechos. Pueden hacerlo directamente o a través de 
sus representantes, de acuerdo a sus propias normas, procedimientos y tradiciones. Asi-
mismo, tienen el derecho a la igualdad de oportunidades para acceder y participar plena y 
efectivamente como pueblos en todas las instituciones y foros nacionales, incluyendo los 
cuerpos deliberantes.

Artículo XXII. Derecho y jurisdicción indígena

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus estructuras 
institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, prác-
ticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas 
internacionales de derechos humanos.

2. El derecho y los sistemas jurídicos indígenas deben ser reconocidos y respetados por el 
orden jurídico nacional, regional e internacional.

3. Los asuntos referidos a personas indígenas o a sus derechos o intereses en la jurisdicción 
de cada Estado, serán conducidos de manera tal de proveer el derecho a los indígenas de 
plena representación con dignidad e igualdad ante la ley. En consecuencia, tienen derecho 
sin discriminación, a igual protección y beneficio de la ley, incluso, al uso de intérpretes 
lingüísticos y culturales.

4. Los Estados tomarán medidas eficaces, en conjunto con los pueblos indígenas, para ase-
gurar la implementación de este artículo.

Artículo XXIII. Participación de los pueblos indígenas y aportes de los sistemas legales y orga-
nizativos indígenas

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la participación plena y efectiva, por conducto de 
representantes elegidos por ellos de conformidad con sus propias instituciones, en la adop-
ción de decisiones en las cuestionen que afecten sus derechos y que tengan relación con la 
elaboración y ejecución de leyes, políticas públicas, programas, planes y acciones relacio-
nadas con los asuntos indígenas.
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2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 
interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medi-
das legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, 
previo e informado.3

Artículo XXIV. Tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos

1. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento, observancia y aplicación de los 
tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos concertados con los Estados, y sus suce-
sores, de conformidad con su verdadero espíritu e intención, de buena fe y hacer que los 
mismos sean respetados y acatados por los Estados. Los Estados darán debida considera-
ción al entendimiento que los pueblos indígenas han otorgado a los tratados, acuerdos y 
otros arreglos constructivos.

2. Cuando las controversias no puedan ser resueltas entre las partes en relación a dichos 
tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos, estas serán sometidas a los órganos com-
petentes, incluidos los órganos regionales e internacionales, por los Estados o pueblos in-
dígenas interesados.

3. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido que me-
noscaba o suprime los derechos de los pueblos indígenas que figuren en tratados, acuerdos 
y otros arreglos constructivos.

3	 El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIII, numeral 2, de la Declaración de 
los Pueblos indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas para obtener el consentimiento previo, libre 
e informado de las comunidades indígenas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas 
que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado.

Lo anterior, considerando que el ordenamiento jurídico colombiano, define el derecho de consulta previa de 
estas comunidades, de acuerdo con el Convenio No. 169 de la OIT. Es así que, la Corte Constitucional Co-
lombiana, establece que el proceso de consulta debe llevarse a cabo “con miras a alcanzar un acuerdo o lograr 
el consentimiento de las comunidades indígenas acerca de las medidas legislativas propuestas”. Es importante 
aclarar que lo dicho no se traduce en un poder de veto de las comunidades étnicas a las medidas que las afec-
ten directamente según el cual no pueden adoptarse sin su consentimiento, significa que, ante el desacuerdo 
se deben presentar “fórmulas de concertación o acuerdo con la comunidad”.

Asimismo, el Comité de Expertos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ha establecido que la 
consulta previa, no implica un derecho a vetar decisiones estatales, sino que es un mecanismo idóneo para 
que los pueblos indígenas y tribales tengan el derecho a expresarse y a influenciar en el proceso de toma de 
decisiones.
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Sección quinta 
Derechos Sociales, Económicos y de Propiedad

Artículo XXV. Formas tradicionales de propiedad y supervivencia cultural. Derecho a tierras, 
territorios y recursos

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiri-
tual, cultural y material con sus tierras, territorios y recursos, y a asumir sus responsabili-
dades para conservarlos para ellos mismos y para las generaciones venideras.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicional-
mente han poseído, ocupado o utilizado o adquirido.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, 
territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otro tipo tradicio-
nal de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma.

4. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territo-
rios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradicio-
nes y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate.

5. Los pueblos indígenas tienen el derecho al reconocimiento legal de las modalidades y 
formas diversas y particulares de propiedad, posesión o dominio de sus tierras, territo-
rios y recursos de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada Estado y los instrumentos 
internacionales pertinentes. Los Estados establecerán los regímenes especiales apropiados 
para este reconocimiento y su efectiva demarcación o titulación.

Artículo XXVI. Pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto inicial

1. Los pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto inicial, tienen derecho a 
permanecer en dicha condición y de vivir libremente y de acuerdo a sus culturas.

2. Los Estados adoptarán políticas y medidas adecuadas, con conocimiento y participación 
de los pueblos y las organizaciones indígenas, para reconocer, respetar y proteger las tie-
rras, territorios, medio ambiente y culturas de estos pueblos, así como su vida e integridad 
individual y colectiva.
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Artículo XXVII. Derechos laborales

1. Los pueblos y las personas indígenas tienen los derechos y las garantías reconocidas por 
la ley laboral nacional y la ley laboral internacional. Los Estados adoptarán todas las medi-
das especiales para prevenir, sancionar y reparar la discriminación de que sean objeto los 
pueblos y las personas indígenas.

2. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, deberán adoptar medidas inmediatas 
y eficaces para eliminar prácticas laborales de explotación con respecto a los pueblos indí-
genas, en particular, las niñas, los niños, las mujeres y los ancianos indígenas.

3. En caso que los pueblos indígenas no estén protegidos eficazmente por las leyes aplicables 
a los trabajadores en general, los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, tomarán 
todas las medidas que puedan ser necesarias a fin de:

a.	proteger a trabajadores y empleados indígenas en materia de contratación bajo con-
diciones de empleo justas e igualitarias, tanto en los sistemas de trabajo formales 
como informales;

b.	establecer, aplicar o mejorar la inspección del trabajo y la aplicación de normas con 
particular atención, inter alia, a regiones, empresas o actividades laborales en las 
que tomen parte trabajadores o empleados indígenas;

c.	establecer, aplicar, o hacer cumplir las leyes de manera que tanto trabajadoras y 
trabajadores indígenas:

i.	gocen de igualdad de oportunidades y de trato en todos los términos, condiciones 
y beneficios de empleo, incluyendo formación y capacitación, bajo la legislación 
nacional y el derecho internacional;

ii.	gocen del derecho de asociación, del derecho a establecer organizaciones sindica-
les y a participar en actividades sindicales y el derecho a negociar en forma colec-
tiva con empleadores a través de representantes de su elección u organizaciones 
de trabajadores, incluidas sus autoridades tradicionales; 
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iii.	a que no estén sujetos a discriminación o acoso por razones de, inter alia, raza, 
sexo, origen o identidad indígena;

iv.	a que no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, incluidas la servi-
dumbre por deudas o toda otra forma de trabajo forzado u obligatorio, así tenga 
este arreglo laboral su origen en la ley, en la costumbre o en un arreglo individual 
o colectivo, en cuyo caso el arreglo laboral será absolutamente nulo y sin valor;

v.	a que no estén forzados a condiciones de trabajo peligrosas para su salud y seguri-
dad personal; y que estén protegidos de trabajos que no cumplen con las normas 
de salud ocupacional y de seguridad, y

vi.	a que reciban protección legal plena y efectiva, sin discriminación, cuando pres-
ten sus servicios como trabajadores estacionales, eventuales o migrantes, así 
como cuando estén contratados por empleadores de manera que reciban los be-
neficios de la legislación y la práctica nacionales, los que deben ser acordes con 
el derecho y las normas internacionales de derechos humanos para esta categoría 
de trabajadores;

d.	asegurar que los trabajadores indígenas y sus empleadores estén informados acer-
ca de los derechos de los trabajadores indígenas según las normas nacionales y el 
derecho internacional y normas indígenas, y de los recursos y acciones de que dis-
pongan para proteger esos derechos.

4. Los Estados adoptarán medidas para promover el empleo de las personas indígenas.

Artículo XXVIII. Protección del Patrimonio Cultural y de la Propiedad Intelectual

1. Los pueblos indígenas tienen derecho al pleno reconocimiento y respeto a la propiedad, 
dominio, posesión, control, desarrollo y protección de su patrimonio cultural material e 
inmaterial, y propiedad intelectual, incluyendo la naturaleza colectiva de los mismos, trans-
mitido a través de los milenios, de generación en generación.
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2. La propiedad intelectual colectiva de los pueblos indígenas comprende, inter alia, los 
conocimientos y expresiones culturales tradicionales entre los cuales se encuentran los co-
nocimientos tradicionales asociados a los recursos genéticos, los diseños y procedimientos 
ancestrales, las manifestaciones culturales, artísticas, espirituales, tecnológicas y científi-
cas, el patrimonio cultural material e inmaterial, así como los conocimientos y desarrollos 
propios relacionados con la biodiversidad y la utilidad y cualidades de semillas, las plantas 
medicinales, la flora y la fauna.

3. Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, adoptarán las 
medidas necesarias para que los acuerdos y regímenes nacionales o internacionales pro-
vean el reconocimiento y la protección adecuada del patrimonio cultural y la propiedad 
intelectual asociada a dicho patrimonio de los pueblos indígenas. En la adopción de estas 
medidas, se realizarán consultas encaminadas a obtener el consentimiento libre, previo, e 
informado de los pueblos indígenas.

Artículo XXIX. Derecho al Desarrollo

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y determinar sus propias prioridades 
en lo relacionado con su desarrollo político, económico, social y cultural, de conformidad 
con su propia cosmovisión. Asimismo, tienen el derecho a que se les garantice el disfrute 
de sus propios medios de subsistencia y desarrollo y a dedicarse libremente a todas sus ac-
tividades económicas.

2. Este derecho incluye la elaboración de las políticas, planes, programas y estrategias para 
el ejercicio de su derecho al desarrollo y la implementación de acuerdo a su organización 
política y social, normas y procedimientos, sus propias cosmovisiones e instituciones.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y deter-
minación de los programas de desarrollo que les conciernan y, en lo posible, administrar 
esos programas mediante sus propias instituciones.

4. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas in-
teresados por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su con-
sentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Declaración Americana sobre
los Derechos de los Pueblos Indígenas

 221   |||||

o territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o 
la explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo.4

5. Los pueblos indígenas tienen el derecho a medidas eficaces para mitigar los impactos 
adversos ecológicos, económicos, sociales, culturales o espirituales por la ejecución de los 
proyectos de desarrollo que afecten sus derechos. Los pueblos indígenas que han sido des-
poseídos de sus propios medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a la restitución 
y, cuando no sea posible, a la indemnización justa y equitativa. Esto incluye el derecho a la 
compensación por cualquier perjuicio que se les haya causado por la ejecución de planes, 
programas o proyectos del Estado, de organismos financieros internacionales o de empre-
sas privadas.

4	 El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIX, numeral 4 de la Declaración de 
los Pueblos Indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas para obtener el consentimiento previo, libre 
e informado de las comunidades indígenas antes de aprobar proyectos que afecten sus tierras o territorios y 
otros recursos.

Lo anterior, considerando que a pesar de que el Estado colombiano ha incorporado a su ordenamiento jurídico 
una amplia gama de derechos dirigidos a reconocer, garantizar y hacer exigibles los derechos y principios 
constitucionales de pluralismo y diversidad étnica y cultural de la Nación, bajo el marco de la Constitución 
Política, el reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, está regulado por disposi-
ciones legales y administrativas, en armonía con los fines del Estado, y con principios como la función so-
cial y ecológica de la propiedad, y la propiedad estatal del subsuelo y los recursos naturales no renovables.

En este entendido, en estos territorios los pueblos indígenas ejercen su propia organización política, social y 
judicial. Por mandato constitucional, sus autoridades se reconocen como autoridades estatales públicas de 
carácter especial y, en materia judicial, se reconoce la jurisdicción especial indígena, avance notable en re-
lación con otros países de la región.

En el contexto internacional, Colombia ha sido un país líder en la aplicación de las disposiciones sobre consulta 
previa del Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), del que es parte nuestro 
Estado.

Entendiendo que el enfoque de esta Declaración Americana, frente al consentimiento previo es distinto y po-
dría equivaler a un posible veto en la explotación de recursos naturales que se encuentren en territorios in-
dígenas, en ausencia de un acuerdo, lo que podría frenar procesos que son de interés general, el contenido 
de este artículo resulta inaceptable para Colombia.

Adicionalmente, es importante destacar que muchos Estados, incluido Colombia, consagran constitucional-
mente que el subsuelo y los recursos naturales no renovables, son propiedad del Estado para conservar y 
garantizar su utilidad pública en beneficio de toda la nación. Por esta razón, las disposiciones contenidas en 
este artículo son contrarias al orden jurídico interno de Colombia, sustentado en el interés nacional.
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Artículo XXX. Derecho a la paz, a la seguridad y a la protección

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho a la paz y a la seguridad.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento y respeto de sus propias institu-
ciones para el mantenimiento de su organización y control de sus comunidades y pueblos

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a protección y seguridad en situaciones o períodos 
de conflicto armado interno o internacional conforme al derecho internacional humanitario.

4. Los Estados, en cumplimiento de los acuerdos internacionales de los cuales son parte, en 
particular el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos 
humanos incluyendo el Cuarto Convenio de Ginebra de 1949 relativo a la protección debida 
a las personas civiles en tiempo de guerra, y el Protocolo II de 1977 relativo a la protección 
de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, en caso de conflictos 
armados tomarán medidas adecuadas para proteger los derechos humanos, instituciones, 
tierras, territorios y recursos de los pueblos indígenas y sus comunidades. Asimismo, los 
Estados:

a.	No reclutarán a niños, niñas y adolescentes indígenas en las fuerzas armadas en 
ninguna circunstancia;

b.	Tomarán medidas de reparación efectiva y proporcionarán los recursos necesarios 
para las mismas, conjuntamente con los pueblos indígenas afectados, por los per-
juicios o daños ocasionados por un conflicto armado.

c.	Tomarán medidas especiales y efectivas En colaboración con los pueblos indígenas 
para garantizar que las mujeres, niños y niñas indígenas vivan libres de toda forma 
de violencia, especialmente sexual y garantizarán el derecho de acceso a la justicia, 
la protección y reparación efectiva de los daños causados a las víctimas.
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5. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de los pueblos in-
dígenas, a menos que lo justifique una razón de interés público pertinente o que se haya 
acordado libremente con los pueblos indígenas interesados, o que éstos lo hayan solicitado.5

Sección sexta 
Provisiones generales

Artículo XXXI

1. Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad 
cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus lugares 
sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente Declaración.

2. Los Estados promoverán, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, 
la adopción de las medidas legislativas y de otra índole, que fueran necesarias para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración.

Artículo XXXII

Todos los derechos y libertades reconocidos en la presente Declaración se garantizarán por 
igual a las mujeres y los hombres indígenas.

Artículo XXXIII

Los pueblos y personas indígenas tienen derecho a recursos efectivos e idóneos, incluyen-
do los recursos judiciales expeditos, para la reparación de toda violación de sus derechos 

5	 El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXX, numeral 5 de la Declaración de los 
Pueblos indígenas de la OEA, considerando que conforme al mandato contenido en la Constitución Políti-
ca de Colombia, la Fuerza Pública está en la obligación de hacer presencia en cualquier lugar del territorio 
nacional para brindar y garantizar a todos los habitantes la protección y respeto de su vida, honra y bienes, 
tanto individuales como colectivos. La protección de los derechos de las comunidades indígenas y su inte-
gridad dependen en gran medida de la seguridad de sus territorios.

Así las cosas, en Colombia se han expedido instrucciones a la Fuerza Pública para dar cumplimiento a la obli-
gación de protección de los pueblos indígenas. En ese sentido, la citada disposición de la Declaración de los 
Pueblos indígenas de la OEA, contraría el principio de Necesidad y Eficacia de la Fuerza Pública, impidiendo 
el cumplimiento de su misión institucional, lo que hace que resulte inaceptable para Colombia.
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colectivos e individuales. Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos 
indígenas, proveerán los mecanismos necesarios para el ejercicio de este derecho.

Artículo XXXIV

En caso de conflictos y controversias con los pueblos indígenas, los Estados proveerán, con 
la participación plena y efectiva de dichos pueblos, mecanismos y procedimientos justos, 
equitativos y eficaces para la pronta resolución de los mismos. A estos fines, se dará la de-
bida consideración y el reconocimiento a las costumbres, las tradiciones, las normas o los 
sistemas jurídicos de los pueblos indígenas interesados.

Artículo XXXV

Nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar 
en manera alguna los derechos humanos, o en el sentido de autorizar acción alguna que no 
esté de acuerdo con el derecho internacional de los derechos humanos.

Artículo XXXVI

En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, se respetarán los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de todos. El ejercicio de los derechos es-
tablecidos en la presente Declaración estará sujeto exclusivamente a las limitaciones deter-
minadas por la ley y con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos. Esas limitaciones no serán discriminatorias y serán solo las estrictamente nece-
sarias para garantizar el reconocimiento y respeto debidos a los derechos y las libertades 
de los demás y para satisfacer las justas y más apremiantes necesidades de una sociedad 
democrática.

Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán con arreglo a los 
principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos humanos, la igualdad, la 
no discriminación, la buena gobernanza y la buena fe.

Artículo XXXVII

Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir asistencia financiera y técnica de los Estados 
y por conducto de la cooperación internacional para el disfrute de los derechos enunciados 
en la presente declaración.
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Artículo XXXVIII

La Organización de los Estados Americanos, sus órganos, organismos y entidades tomarán 
las medidas necesarias para promover el pleno respeto, la protección y la aplicación de las 
disposiciones contenidas en esta Declaración y velarán por su eficacia.

Artículo XXXIX

La naturaleza y el alcance de las medidas que deberán ser tomadas para dar cumplimiento 
a la presente Declaración, serán determinadas de acuerdo con el espíritu y propósito de la 
misma.

Artículo XL

Ninguna disposición de la presente Declaración se interpretará en el sentido de que limite 
o menoscabe los derechos que los pueblos indígenas gozan en la actualidad o que puedan 
adquirir en el futuro.

Artículo XLI

Los derechos reconocidos en esta Declaración y la Declaración de las Naciones Unidas so-
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas constituyen las normas mínimas para la super-
vivencia, dignidad y bienestar de los pueblos indígenas de las Américas.

ANEXO I 
NOTAS DE INTERPRETACIÓN DE LA DELEGACIÓN DE COLOMBIA

NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 1
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO VIII DE LA DE-
CLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.

En relación con el Artículo VIII, sobre el Derecho a pertenecer a pueblos indígenas, Co-
lombia declara expresamente que el derecho a pertenecer a uno o varios pueblos indígenas, 
se regirá por la Autonomía de cada pueblo indígena.
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Lo anterior en razón al Artículo 8, numeral 2 del Convenio 169 de la OIT: “Dichos pueblos 
deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que 
estas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídi-
co nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea 
necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan 
surgir en la aplicación de este principio”.

Es importante precisar, que en la situación en que una persona comparta distintos orígenes 
indígenas, es decir, cuando su madre es perteneciente a una etnia y su padre a otra (por 
dar un ejemplo), solamente podrá definirse la pertenencia a uno u otro de los pueblos in-
dígenas, dependiendo de las tradiciones en contacto. Es decir, para efectos de establecer la 
pertenencia de un individuo a determinado pueblo indígena, deberá examinarse de mane-
ra casuística los patrones culturales que definen las relaciones de parentesco, autoridad y 
adscripción étnica.

No es lo mismo un caso de contacto entre dos tradiciones matrilineales, que un contacto 
entre una tradición matrilineal y una patrilineal. De igual manera debería establecerse la 
jurisdicción dentro de la cual habita el individuo, las obligaciones derivadas del régimen de 
derechos contenidos dentro del fuero propio, así como el contexto socio geográfico en el 
que específicamente desarrolla sus actividades cotidianas, culturales y políticas.
A continuación se transcribe el párrafo al que se refiere la anterior nota: 
Artículo VIII. Derecho a pertenecer a pueblos indígenas

Las personas y comunidades indígenas tienen el derecho de pertenecer a uno o varios pue-
blos indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, costumbres y sistemas de perte-
nencia de cada pueblo. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de 
ningún tipo.

NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 2
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS XIII, NUMERAL 
2; XVI, NUMERAL 3; XX NUMERAL 2; Y XXXI, NUMERAL 1 DE LA DECLARACIÓN 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.

En relación con la noción de lugares y objetos sagrados a los que se refieren los artículos 
XIII, numeral 2; XVI, numeral 3; XX, numeral 2; y, XXXI, numeral 1 de la Declaración de 
los Pueblos Indígenas de la OEA, el Estado colombiano declara expresamente que la de-
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finición y regulación de los lugares y objetos sagrados de los pueblos indígenas, se regirá 
por los desarrollos alcanzados en el plano nacional. Dado que no existe una definición in-
ternacionalmente aceptada y que ni el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), ni la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, hacen referencia a dichos términos o los definen.

A este respecto, Colombia viene avanzando en una regulación sobre el particular que ha 
contado y continuará contando con la participación de los pueblos indígenas y avanzará en 
dicho propósito, de acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano y, cuando corres-
ponda, conforme los instrumentos internacionales aplicables.

A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior nota: ARTÍCULO 
XIII. DERECHO A LA IDENTIDAD E INTEGRIDAD CULTURAL

2. “Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que po-
drán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto 
de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados 
sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y 
costumbres.”

Artículo XVI. Espiritualidad indígena

“Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios sagrados, 
incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a re-
cuperar sus restos humanos.”

Artículo XX.
DERECHOS DE ASOCIACIÓN, REUNIÓN, LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PENSA-
MIENTO

2. “Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse en sus sitios y espacios sagrados y 
ceremoniales. Para tal fin, tendrán libre acceso, y uso de los mismos.”
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Artículo XXXI

1. “Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad 
cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus luga-
res sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente Decla-
ración.”

NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 3
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACION CON EL ARTÍCULO XIII, NUMERAL 2 
DE LA DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.

El Estado de Colombia, declara expresamente que el derecho de los pueblos indígenas, a 
promover y desarrollar todos sus sistemas y medios de comunicación, está sujeto al cumpli-
miento de los requisitos y procedimientos establecidos en la normatividad interna vigente.
A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior nota: ARTÍCULO 
XIV. SISTEMAS DE CONOCIMIENTOS, LENGUAJE Y COMUNICACIÓN

3. “Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover y desarrollar todos sus sistemas y 
medios de comunicación, incluidos sus propios programas de radio y televisión, y acceder 
en pie de igualdad a todos los demás medios de comunicación e información. Los Estados 
tomarán medidas para promover la transmisión de programas de radio y televisión en len-
gua indígena, particularmente en regiones de presencia indígena. Los Estados apoyarán y 
facilitarán la creación de radioemisoras y televisoras indígenas, así como otros medios de 
información y comunicación.”
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Principios y Buenas Prácticas sobre 
la Protección de las Personas 

Privadas de Libertad  
en las Américas

Adoptados por la Comisión durante el 131º Período 
Ordinario de Sesiones, celebrado  

del 3 al 14 de marzo de 2008

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a instancia de su Relatoría sobre los 
Derechos de las Personas Privadas de Libertad,

CONSIDERANDO el valor de la dignidad humana y de los derechos y libertades funda-
mentales, reconocidos por el Sistema Interamericano y por los demás sistemas de protec-
ción internacional de los derechos humanos;

RECONOCIENDO el derecho fundamental que tienen todas las personas privadas de li-
bertad a ser tratadas humanamente, y a que se respete y garantice su dignidad, su vida y su 
integridad física, psicológica y moral;

DESTACANDO la importancia que tiene el debido proceso legal y sus principios y garantías 
fundamentales en la efectiva protección de los derechos de las personas privadas de libertad, 
dada su particular situación de vulnerabilidad;

TENIENDO PRESENTE que las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esen-
cial la reforma, la readaptación social y la rehabilitación personal de los condenados; la 
resocialización y reintegración familiar; así como la protección de las víctimas y de la so-
ciedad;
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RECORDANDO que los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos 
se han comprometido a respetar y garantizar los derechos de todas las personas privadas de 
libertad sometidas a su jurisdicción;

TENIENDO DEBIDAMENTE EN CUENTA los principios y las disposiciones contenidos 
en los siguientes instrumentos internacionales: Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura; Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas; Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra la Mujer; Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra las Personas con Discapacidad; Declaración Americana de De-
rechos y Deberes del Hombre; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Convención contra la Tor-
tura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y su Protocolo Opcional; 
Convención sobre los Derechos del Niño; Convención sobre la Eliminación de todas las 
formas de Discriminación contra la Mujer; Convención Internacional para la Protección 
de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial; Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados; Convenio Número 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países In-
dependientes; Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, y sus Protocolos Adicionales 
de 1977; Declaración Universal de Derechos Humanos; Declaración sobre los Principios 
Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder; Principios 
Básicos para el Tratamiento de los Reclusos; Conjunto de Principios para la Protección de 
todas las Personas sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión; Principios para la 
Protección de los Enfermos Mentales y el mejoramiento de la atención de la Salud Men-
tal; Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos; Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing); Reglas de las 
Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad; Reglas Mínimas 
de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de Libertad (Reglas de Tokio); y 
en otros instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables en las Américas;

REAFIRMANDO las decisiones y jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos;
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OBSERVANDO CON PREOCUPACIÓN la crítica situación de violencia, hacinamiento y la 
falta de condiciones dignas de vida en distintos lugares de privación de libertad en las Amé-
ricas; así como la particular situación de vulnerabilidad de las personas con discapacidad 
mental privadas de libertad en hospitales psiquiátricos y en instituciones penitenciarias; y 
la situación de grave riesgo en que se encuentran los niños y niñas, las mujeres, y los adultos 
mayores recluidas en otras instituciones públicas y privadas, los migrantes, solicitantes de 
asilo o de refugio, apátridas y personas indocumentadas, y las personas privadas de libertad 
en el marco de los conflictos armados;

CON EL OBJETIVO de aportar al proceso de preparación de una Declaración Interameri-
cana sobre los derechos, deberes y la atención de las personas sometidas a cualquier forma 
de detención y reclusión por el Consejo Permanente, en seguimiento a la Resolución AG/
RES 2283 (XXXVII-0/07);

ADOPTA los siguientes PRINCIPIOS Y BUENAS PRÁCTICAS SOBRE LA PROTECCIÓN 
DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN LAS AMÉRICAS (OEA/Ser/L/V/
II.131 doc. 26)

Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección  
de las Personas Privadas de Libertad en las Américas

Disposición general

A los efectos del presente documento, se entiende por “privación de libertad”:

“Cualquier forma de detención, encarcelamiento, institucionalización, o custodia de una 
persona, por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, protección, o por deli-
tos e infracciones a la ley, ordenada por o bajo el control de facto de una autoridad judicial 
o administrativa o cualquier otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada, en 
la cual no pueda disponer de su libertad ambulatoria. Se entiende entre esta categoría de 
personas, no solo a las personas privadas de libertad por delitos o por infracciones e incum-
plimientos a la ley, ya sean estas procesadas o condenadas, sino también a las personas que 
están bajo la custodia y la responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales 
psiquiátricos y otros establecimientos para personas con discapacidades físicas, mentales o 
sensoriales; instituciones para niños, niñas y adultos mayores; centros para migrantes, re-
fugiados, solicitantes de asilo o refugio, apátridas e indocumentados; y cualquier otra ins-
titución similar destinada a la privación de libertad de personas”.
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Dada la amplitud del anterior concepto, los siguientes principios y buenas prácticas se po-
drán invocar y aplicar, según cada caso, dependiendo de si se trata de personas privadas de 
libertad por motivos relacionados con la comisión de delitos o infracciones a la ley, o por 
razones humanitarias y de protección.

PRINCIPIOS GENERALES

Principio I. Trato humano

Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de cualquiera de los Esta-
dos Miembros de la Organización de los Estados Americanos será tratada humanamente, 
con irrestricto respeto a su dignidad inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con 
estricto apego a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los Estados frente a las 
personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida e integridad personal, y 
se asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles con su dignidad.

Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecución, desaparición 
forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, violencia sexual, castigos cor-
porales, castigos colectivos, intervención forzada o tratamiento coercitivo, métodos que 
tengan como finalidad anular la personalidad o disminuir la capacidad física o mental de 
la persona.

No se podrá invocar circunstancias, tales como, estados de guerra, estados de excepción, 
situaciones de emergencia, inestabilidad política interna, u otra emergencia nacional o in-
ternacional, para evadir el cumplimiento de las obligaciones de respeto y garantía de trato 
humano a todas las personas privadas de libertad.

Principio II. Igualdad y no-discriminación

Toda persona privada de libertad será igual ante la ley, y tendrá derecho a igual protección 
de la ley y de los tribunales de justicia. Tendrá derecho, además, a conservar sus garantías 
fundamentales y ejercer sus derechos, a excepción de aquellos cuyo ejercicio esté limitado 
o restringido temporalmente, por disposición de la ley, y por razones inherentes a su con-
dición de personas privadas de libertad.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección
de las Personas Privadas de Libertad en las Américas 

 233   |||||

Bajo ninguna circunstancia se discriminará a las personas privadas de libertad por motivos 
de su raza, origen étnico, nacionalidad, color, sexo, edad, idioma, religión, opiniones políti-
cas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, discapacidad 
física, mental o sensorial, género, orientación sexual, o cualquiera otra condición social. En 
consecuencia, se prohibirá cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga por objeto 
o por resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
internacionalmente reconocidos a las personas privadas de libertad.

No serán consideradas discriminatorias las medidas que se destinen a proteger exclusiva-
mente los derechos de las mujeres, en particular de las mujeres embarazadas y de las madres 
lactantes; de los niños y niñas; de las personas adultas mayores; de las personas enfermas 
o con infecciones, como el VIH-SIDA; de las personas con discapacidad física, mental o 
sensorial; así como de los pueblos indígenas, afrodescendientes, y de minorías. Estas me-
didas se aplicarán dentro del marco de la ley y del derecho internacional de los derechos 
humanos, y estarán siempre sujetas a revisión de un juez u otra autoridad competente, in-
dependiente e imparcial.

Las personas privadas de libertad en el marco de los conflictos armados deberán ser objeto 
de protección y atención conforme al régimen jurídico especial establecido por las normas 
del derecho internacional humanitario, complementado por las normas del derecho inter-
nacional de los derechos humanos.

Las medidas y sanciones que se impongan a las personas privadas de libertad se aplicarán 
con imparcialidad, basándose en criterios objetivos.

Principio III. Libertad personal

1. Principio básico

Toda persona tendrá derecho a la libertad personal y a ser protegida contra todo tipo de 
privación de libertad ilegal o arbitraria. La ley prohibirá, en toda circunstancia, la incomu-
nicación coactiva de personas privadas de libertad y la privación de libertad secreta, por 
constituir formas de tratamiento cruel e inhumano. Las personas privadas de libertad sólo 
serán recluidas en lugares de privación de libertad oficialmente reconocidos.
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Por regla general, la privación de libertad de una persona deberá aplicarse durante el tiem-
po mínimo necesario.

La privación de libertad de niños y niñas deberá aplicarse como último recurso, por el pe-
ríodo mínimo necesario, y deberá limitarse a casos estrictamente excepcionales.

Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de 
los pueblos indígenas, deberá darse preferencia a tipos de sanción distintos del encarcela-
miento conforme a la justicia consuetudinaria y en consonancia con la legislación vigente.

2. Excepcionalidad de la privación preventiva de la libertad

Se deberá asegurar por la ley que en los procedimientos judiciales o administrativos se ga-
rantice la libertad personal como regla general, y se aplique como excepción la privación 
preventiva de la libertad, conforme se establece en los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos.

En el marco de un proceso penal, deberán existir elementos de prueba suficientes que vin-
culen al imputado con el hecho investigado, a fin de justificar una orden de privación 
de libertad preventiva. Ello configura una exigencia o condición sine qua non a la hora de 
imponer cualquier medida cautelar; no obstante, transcurrido cierto lapso, ello ya no es 
suficiente.

La privación preventiva de la libertad, como medida cautelar y no punitiva, deberá además 
obedecer a los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporciona-
lidad, en la medida estrictamente necesaria en una sociedad democrática, que sólo podrá 
proceder de acuerdo con los límites estrictamente necesarios para asegurar que no se impe-
dirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni se eludirá la acción de la justicia, siem-
pre que la autoridad competente fundamente y acredite la existencia, en el caso concreto, 
de los referidos requisitos.

3. Medidas especiales para las personas con discapacidades mentales

Los sistemas de salud de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Ameri-
canos deberán incorporar, por disposición de la ley, una serie de medidas en favor de las 
personas con discapacidades mentales, a fin de garantizar la gradual desinstitucionalización 
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de dichas personas y la organización de servicios alternativos, que permitan alcanzar ob-
jetivos compatibles con un sistema de salud y una atención psiquiátrica integral, continua, 
preventiva, participativa y comunitaria, y evitar así, la privación innecesaria de la libertad 
en los establecimientos hospitalarios o de otra índole. La privación de libertad de una per-
sona en un hospital psiquiátrico u otra institución similar deberá emplearse como último 
recurso, y únicamente cuando exista una seria posibilidad de daño inmediato o inminen-
te para la persona o terceros. La mera discapacidad no deberá en ningún caso justificar la 
privación de libertad.

4. Medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán incorporar, 
por disposición de la ley, una serie de medidas alternativas o sustitutivas a la privación de 
libertad, en cuya aplicación se deberán tomar en cuenta los estándares internacionales sobre 
derechos humanos en esta materia.

Al aplicarse las medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad, los Estados 
Miembros deberán promover la participación de la sociedad y de la familia, a fin de comple-
mentar la intervención del Estado, y deberán proveer los recursos necesarios y apropiados 
para garantizar su disponibilidad y eficacia.

Principio IV. Principio de legalidad

Nadie podrá ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones es-
tablecidas con anterioridad por el derecho interno, toda vez que sean compatibles con las 
normas del derecho internacional de los derechos humanos. Las órdenes de privación de 
libertad deberán ser emitidas por autoridad competente a través de resolución debidamen-
te motivada.

Las órdenes y resoluciones judiciales o administrativas susceptibles de afectar, limitar o res-
tringir derechos y garantías de las personas privadas de libertad, deberán ser compatibles 
con el derecho interno e internacional. Las autoridades administrativas no podrán alterar 
los derechos y garantías previstas en el derecho internacional, ni limitarlos o restringirlos 
más allá de lo permitido en él.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección
de las Personas Privadas de Libertad en las Américas 

|||||   236

Principio V. Debido proceso legal

Toda persona privada de libertad tendrá derecho, en todo momento y circunstancia, a la 
protección de y al acceso regular a jueces y tribunales competentes, independientes e im-
parciales, establecidos con anterioridad por la ley.

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a ser informadas prontamente de las 
razones de su detención y de los cargos formulados contra ellas, así como a ser informadas 
sobre sus derechos y garantías, en un idioma o lenguaje que comprendan; a disponer de un 
traductor e intérprete durante el proceso; y a comunicarse con su familia. Tendrán derecho 
a ser oídas y juzgadas con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez, 
autoridad u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, o a ser 
puestas en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso; a recurrir del fallo ante juez o 
tribunal superior; y a no ser juzgadas dos veces por los mismos hechos, si son absueltas 
o sobreseídas mediante una sentencia firme dictada en el marco de un debido proceso legal 
y conforme al derecho internacional de los derechos humanos.

Para determinar el plazo razonable en el que se desarrolla un proceso judicial se deberá to-
mar en cuenta: la complejidad del caso; la actividad procesal del interesado; y la conducta 
de las autoridades judiciales.

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a la defensa y a la asistencia letrada, nom-
brada por sí misma, por su familia, o proporcionada por el Estado; a comunicarse con su 
defensor en forma confidencial, sin interferencia o censura, y sin dilaciones o límites injus-
tificados de tiempo, desde el momento de su captura o detención, y necesariamente antes 
de su primera declaración ante la autoridad competente.

Toda persona privada de libertad, por sí o por medio de terceros, tendrá derecho a inter-
poner un recurso sencillo, rápido y eficaz, ante autoridades competentes, independientes 
e imparciales, contra actos u omisiones que violen o amenacen violar sus derechos huma-
nos. En particular, tendrán derecho a presentar quejas o denuncias por actos de tortura, 
violencia carcelaria, castigos corporales, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
así como por las condiciones de reclusión o internamiento, por la falta de atención médica 
o psicológica, y de alimentación adecuadas.
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Las personas privadas de libertad no deberán ser obligadas a declarar contra sí mismas, 
ni a confesarse culpables. Las declaraciones obtenidas mediante tortura o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, no deberán ser admitidas como medios de prueba en un pro-
ceso, salvo en el que se siga contra la persona o personas acusadas de haberlas cometido, y 
únicamente como prueba de que tales declaraciones fueron obtenidas por dichos medios.

En caso de condena se les impondrán las penas o sanciones aplicables en el momento de 
la comisión del delito o de la infracción a la ley, salvo si con posterioridad las leyes dispo-
nen de una pena o sanción menos grave, en cuyo caso se aplicará la ley más favorable a la 
persona.

Las condenas a la pena de muerte se ajustarán a los principios, restricciones y prohibicio-
nes establecidas en el derecho internacional de los derechos humanos. En todo caso, se les 
reconocerá el derecho a solicitar la conmutación de la pena.

Las personas privadas de libertad en un Estado Miembro de la Organización de los Esta-
dos Americanos del que no fueren nacionales, deberán ser informadas, sin demora y en 
cualquier caso antes de rendir su primera declaración ante la autoridad competente, de su 
derecho a la asistencia consular o diplomática, y a solicitar que se les notifique de manera 
inmediata su privación de libertad. Tendrán derecho, además, a comunicarse libre y priva-
damente con su representación diplomática o consular.

Principio VI. Control judicial y ejecución de la pena

El control de legalidad de los actos de la administración pública que afecten o pudieren 
afectar derechos, garantías o beneficios reconocidos en favor de las personas privadas de 
libertad, así como el control judicial de las condiciones de privación de libertad y la super-
visión de la ejecución o cumplimiento de las penas, deberá ser periódico y estar a cargo de 
jueces y tribunales competentes, independientes e imparciales.

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán garantizar 
los medios necesarios para el establecimiento y la eficacia de las instancias judiciales de 
control y de ejecución de las penas, y dispondrán de los recursos necesarios para su ade-
cuado funcionamiento.
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Principio VII. Petición y respuesta

Las personas privadas de libertad tendrán el derecho de petición individual o colectiva, y a 
obtener respuesta ante las autoridades judiciales, administrativas y de otra índole. Este de-
recho podrá ser ejercido por terceras personas u organizaciones, de conformidad con la ley.

Este derecho comprende, entre otros, el derecho de presentar peticiones, denuncias o quejas 
ante las autoridades competentes, y recibir una pronta respuesta dentro de un plazo razona-
ble. También comprende el derecho de solicitar y recibir oportunamente información sobre 
su situación procesal y sobre el cómputo de la pena, en su caso.

Las personas privadas de libertad también tendrán derecho a presentar denuncias, peticio-
nes o quejas ante las instituciones nacionales de derechos humanos; ante la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos; y ante las demás instancias internacionales competentes, 
conforme a los requisitos establecidos en el derecho interno y el derecho internacional.

PRINCIPIOS RELATIVOS A LAS CONDICIONES  
DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD

Principio VIII. Derechos y restricciones

Las personas privadas de libertad gozarán de los mismos derechos reconocidos a toda per-
sona en los instrumentos nacionales e internacionales sobre derechos humanos, a excepción 
de aquellos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente, por disposición de la 
ley y por razones inherentes a su condición de personas privadas de libertad.

Principio IX. Ingreso, registro, examen médico y traslados

1. Ingreso

Las autoridades responsables de los establecimientos de privación de libertad no permiti-
rán el ingreso de ninguna persona para efectos de reclusión o internamiento, salvo si está 
autorizada por una orden de remisión o de privación de libertad, emitida por autoridad 
judicial, administrativa, médica u otra autoridad competente, conforme a los requisitos es-
tablecidos por la ley.
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A su ingreso las personas privadas de libertad serán informadas de manera clara y en un 
idioma o lenguaje que comprendan, ya sea por escrito, de forma verbal o por otro medio, 
de los derechos, deberes y prohibiciones que tienen en el lugar de privación de libertad.

2. Registro

Los datos de las personas ingresadas a los lugares de privación de libertad deberán ser con-
signados en un registro oficial, el cual será accesible a la persona privada de libertad, a su 
representante y a las autoridades competentes. El registro contendrá, por lo menos, los si-
guientes datos:

a.	Información sobre la identidad personal, que deberá contener, al menos, lo siguien-
te: nombre, edad, sexo, nacionalidad, dirección y nombre de los padres, familiares, 
representantes legales o defensores, en su caso, u otro dato relevante de la persona 
privada de libertad;

b.	Información relativa a la integridad personal y al estado de salud de la persona 
privada de libertad;

Razones o motivos de la privación de libertad;

a.	Autoridad que ordena o autoriza la privación de libertad;

b.	Autoridad que efectúa el traslado de la persona al establecimiento;

c.	Autoridad que controla legalmente la privación de libertad;

d.	Día y hora de ingreso y de egreso;

e.	Día y hora de los traslados, y lugares de destino;

f.	Identidad de la autoridad que ordena los traslados y de la encargada de los mismos;

g.	Inventario de los bienes personales; y

h.	Firma de la persona privada de libertad y, en caso de negativa o imposibilidad, la 
explicación del motivo.
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3. Examen médico

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a que se le practique un examen médico 
o psicológico, imparcial y confidencial, practicado por personal de salud idóneo inmedia-
tamente después de su ingreso al establecimiento de reclusión o de internamiento, con el 
fin de constatar su estado de salud físico o mental, y la existencia de cualquier herida, daño 
corporal o mental; asegurar la identificación y tratamiento de cualquier problema signifi-
cativo de salud; o para verificar quejas sobre posibles malos tratos o torturas o determinar 
la necesidad de atención y tratamiento.

La información médica o psicológica será incorporada en el registro oficial respectivo, y 
cuando sea necesario, en razón de la gravedad del resultado, será trasladada de manera in-
mediata a la autoridad competente.

4. Traslados

Los traslados de las personas privadas de libertad deberán ser autorizados y supervisados 
por autoridades competentes, quienes respetarán, en toda circunstancia, la dignidad y los 
derechos fundamentales, y tomarán en cuenta la necesidad de las personas de estar priva-
das de libertad en lugares próximos o cercanos a su familia, a su comunidad, al defensor o 
representante legal, y al tribunal de justicia u otro órgano del Estado que conozca su caso.

Los traslados no se deberán practicar con la intención de castigar, reprimir o discriminar a 
las personas privadas de libertad, a sus familiares o representantes; ni se podrán realizar en 
condiciones que les ocasionen sufrimientos físicos o mentales, en forma humillante o que 
propicien la exhibición pública.

Principio X. Salud

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el disfrute del 
más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, entre otros, la atención 
médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal mé-
dico idóneo e imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la 
implementación de programas de educación y promoción en salud, inmunización, preven-
ción y tratamiento de enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole; y las medidas 
especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud de las personas privadas de 
libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, tales como: las personas adul-
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tas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las personas con discapacidad, las personas 
portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las personas con enfermedades en fase terminal. 
El tratamiento deberá basarse en principios científicos y aplicar las mejores prácticas.

En toda circunstancia, la prestación del servicio de salud deberá respetar los principios si-
guientes: confidencialidad de la información médica; autonomía de los pacientes respecto 
de su propia salud; y consentimiento informado en la relación médico-paciente.

El Estado deberá garantizar que los servicios de salud proporcionados en los lugares de 
privación de libertad funcionen en estrecha coordinación con el sistema de salud pública, 
de manera que las políticas y prácticas de salud pública sean incorporadas en los lugares de 
privación de libertad.

Las mujeres y las niñas privadas de libertad tendrán derecho de acceso a una atención mé-
dica especializada, que corresponda a sus características físicas y biológicas, y que responda 
adecuadamente a sus necesidades en materia de salud reproductiva. En particular, deberán 
contar con atención médica ginecológica y pediátrica, antes, durante y después del parto, el 
cual no deberá realizarse dentro de los lugares de privación de libertad, sino en hospitales 
o establecimientos destinados para ello. En el caso de que ello no fuere posible, no se regis-
trará oficialmente que el nacimiento ocurrió al interior de un lugar de privación de libertad.

En los establecimientos de privación de libertad para mujeres y niñas deberán existir ins-
talaciones especiales, así como personal y recursos apropiados para el tratamiento de las 
mujeres y niñas embarazadas y de las que acaban de dar a luz.

Cuando se permita a las madres o padres privados de libertad conservar a sus hijos meno-
res de edad al interior de los centros de privación de libertad, se deberán tomar las medidas 
necesarias para organizar guarderías infantiles, que cuenten con personal calificado, y con 
servicios educativos, pediátricos y de nutrición apropiados, a fin de garantizar el interés 
superior de la niñez.

Principio XI. Alimentación y agua potable

1. Alimentación

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir una alimentación que responda, 
en cantidad, calidad y condiciones de higiene, a una nutrición adecuada y suficiente, y tome 
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en consideración las cuestiones culturales y religiosas de dichas personas, así como las ne-
cesidades o dietas especiales determinadas por criterios médicos. Dicha alimentación será 
brindada en horarios regulares, y su suspensión o limitación, como medida disciplinaria, 
deberá ser prohibida por la ley.

2. Agua potable

Toda persona privada de libertad tendrá acceso en todo momento a agua potable suficiente 
y adecuada para su consumo. Su suspensión o limitación, como medida disciplinaria, de-
berá ser prohibida por la ley.

Principio XII. Albergue, condiciones de higiene y vestido

1. Albergue

Las personas privadas de libertad deberán disponer de espacio suficiente, exposición dia-
ria a la luz natural, ventilación y calefacción apropiadas, según las condiciones climáticas 
del lugar de privación de libertad. Se les proporcionará una cama individual, ropa de cama 
apropiada, y las demás condiciones indispensables para el descanso nocturno. Las insta-
laciones deberán tomar en cuenta las necesidades especiales de las personas enfermas, las 
portadoras de discapacidad, los niños y niñas, las mujeres embarazadas o madres lactantes, 
y los adultos mayores, entre otras.

2. Condiciones de higiene

Las personas privadas de libertad tendrán acceso a instalaciones sanitarias higiénicas y sufi-
cientes, que aseguren su privacidad y dignidad. Asimismo, tendrán acceso a productos básicos 
de higiene personal, y a agua para su aseo personal, conforme a las condiciones climáticas.

Se proveerá regularmente a las mujeres y niñas privadas de libertad los artículos indispen-
sables para las necesidades sanitarias propias de su sexo.

3. Vestido

El vestido que deben utilizar las personas privadas de libertad será suficiente y adecuado 
a las condiciones climáticas, y tendrá en cuenta la identidad cultural y religiosa de las per-
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sonas privadas de libertad. En ningún caso las prendas de vestir podrán ser degradantes ni 
humillantes.

Principio XIII. Educación y actividades culturales

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la educación, la cual será accesible para 
todas las personas, sin discriminación alguna, y tomará en cuenta la diversidad cultural y 
sus necesidades especiales.

La enseñanza primaria o básica será gratuita para las personas privadas de libertad, en par-
ticular, para los niños y niñas, y para los adultos que no hubieren recibido o terminado el 
ciclo completo de instrucción primaria.

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos promoverán en los 
lugares de privación de libertad, de manera progresiva y según la máxima disponibilidad de 
sus recursos, la enseñanza secundaria, técnica, profesional y superior, igualmente accesible 
para todos, según sus capacidades y aptitudes.

Los Estados Miembros deberán garantizar que los servicios de educación proporcionados 
en los lugares de privación de libertad funcionen en estrecha coordinación e integración 
con el sistema de educación pública; y fomentarán la cooperación de la sociedad a través 
de la participación de las asociaciones civiles, organizaciones no gubernamentales e insti-
tuciones privadas de educación.

Los lugares de privación de libertad dispondrán de bibliotecas, con suficientes libros, periódi-
cos y revistas educativas, con equipos y tecnología apropiada, según los recursos disponibles.

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a participar en actividades culturales, 
deportivas, sociales, y a tener oportunidades de esparcimiento sano y constructivo. Los 
Estados Miembros alentarán la participación de la familia, de la comunidad y de las orga-
nizaciones no gubernamentales, en dichas actividades, a fin de promover la reforma, la re-
adaptación social y la rehabilitación de las personas privadas de libertad.

Principio XIV. Trabajo

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a trabajar, a tener oportunidades efectivas 
de trabajo, y a recibir una remuneración adecuada y equitativa por ello, de acuerdo con sus 
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capacidades físicas y mentales, a fin de promover la reforma, rehabilitación y readaptación 
social de los condenados, estimular e incentivar la cultura del trabajo, y combatir el ocio 
en los lugares de privación de libertad. En ningún caso el trabajo tendrá carácter aflictivo.

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán aplicar a los 
niños y niñas privados de libertad todas las normas nacionales e internacionales de protec-
ción vigentes en materia de trabajo infantil, a fin de evitar, particularmente, la explotación 
laboral y garantizar el interés superior de la niñez.

Los Estados Miembros promoverán en los lugares de privación de libertad, de manera 
progresiva y según la máxima disponibilidad de sus recursos, la orientación vocacional y 
el desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional; y garantizarán el estableci-
miento de talleres laborales permanentes, suficientes y adecuados, para lo cual fomentarán 
la participación y cooperación de la sociedad y de la empresa privada.

Principio XV. Libertad de conciencia y religión

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la libertad de conciencia y religión, que 
incluye el derecho de profesar, manifestar, practicar, conservar y cambiar su religión, según 
sus creencias; el derecho de participar en actividades religiosas y espirituales, y ejercer sus 
prácticas tradicionales; así como el derecho de recibir visitas de sus representantes religio-
sos o espirituales.

En los lugares de privación de libertad se reconocerá la diversidad y la pluralidad religiosa 
y espiritual, y se respetarán los límites estrictamente necesarios para respetar los derechos 
de los demás o para proteger la salud o la moral públicas, y para preservar el orden público, 
la seguridad y la disciplina interna, así como los demás límites permitidos en las leyes y en 
el derecho internacional de los derechos humanos.

Principio XVI. Libertad de expresión, asociación y reunión

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la libertad de expresión en su propio 
idioma, asociación y reunión pacíficas, tomando en cuenta los límites estrictamente necesa-
rios en una sociedad democrática, para respetar los derechos de los demás o para proteger 
la salud o la moral públicas, y para preservar el orden público, la seguridad y la disciplina 
interna en los lugares de privación de libertad, así como los demás límites permitidos en las 
leyes y en el derecho internacional de los derechos humanos.
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Principio XVII. Medidas contra el hacinamiento

La autoridad competente definirá la cantidad de plazas disponibles de cada lugar de priva-
ción de libertad conforme a los estándares vigentes en materia habitacional. Dicha informa-
ción, así como la tasa de ocupación real de cada establecimiento o centro deberá ser pública, 
accesible y regularmente actualizada. La ley establecerá los procedimientos a través de los 
cuales las personas privadas de libertad, sus abogados, o las organizaciones no guberna-
mentales podrán impugnar los datos acerca del número de plazas de un establecimiento, o 
su tasa de ocupación, individual o colectivamente. En los procedimientos de impugnación 
deberá permitirse el trabajo de expertos independientes.

La ocupación de establecimiento por encima del número de plazas establecido será prohi-
bida por la ley. Cuando de ello se siga la vulneración de derechos humanos, esta deberá ser 
considerada una pena o trato cruel, inhumano o degradante. La ley deberá establecer los 
mecanismos para remediar de manera inmediata cualquier situación de alojamiento por 
encima del número de plazas establecido. Los jueces competentes deberán adoptar remedios 
adecuados en ausencia de una regulación legal efectiva.

Verificado el alojamiento de personas por encima del número de plazas establecido en un 
establecimiento, los Estados deberán investigar las razones que motivaron tal situación y 
deslindar las correspondientes responsabilidades individuales de los funcionarios que au-
torizaron tales medidas. Además, deberán adoptar medidas para la no repetición de tal 
situación. En ambos casos, la ley establecerá los procedimientos a través de los cuales las 
personas privadas de libertad, sus abogados, o las organizaciones no gubernamentales po-
drán participar en los correspondientes procedimientos

Principio XVIII. Contacto con el mundo exterior

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir y enviar correspondencia, suje-
to a aquellas limitaciones compatibles con el derecho internacional; y a mantener contacto 
personal y directo, mediante visitas periódicas, con sus familiares, representantes legales, y 
con otras personas, especialmente con sus padres, hijos e hijas, y con sus respectivas parejas.

Tendrán derecho a estar informadas sobre los acontecimientos del mundo exterior por los 
medios de comunicación social, y por cualquier otra forma de comunicación con el exte-
rior, de conformidad con la ley.
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Principio XIX. Separación de categorías

Las personas privadas de libertad pertenecientes a diversas categorías deberán ser alojadas 
en diferentes lugares de privación de libertad o en distintas secciones dentro de dichos es-
tablecimientos, según su sexo, edad, la razón de su privación de libertad, la necesidad de 
protección de la vida e integridad de las personas privadas de libertad o del personal, las 
necesidades especiales de atención, u otras circunstancias relacionadas con cuestiones de 
seguridad interna.

En particular, se dispondrá la separación de mujeres y hombres; niños, niñas y adultos; jó-
venes y adultos; personas adultas mayores; procesados y condenados; y personas privadas 
de libertad por razones civiles y por razones penales. En los casos de privación de libertad 
de los solicitantes de asilo o refugio, y en otros casos similares, los niños y niñas no debe-
rán ser separados de sus padres. Los solicitantes de asilo o refugio y las personas privadas 
de libertad a causa de infracción de las disposiciones sobre migración no deberán estar 
privados de libertad en establecimientos destinados a personas condenadas o acusadas por 
infracciones penales.

En ningún caso la separación de las personas privadas de libertad por categorías será uti-
lizada para justificar la discriminación, la imposición de torturas, tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, o condiciones de privación de libertad más rigurosas o menos 
adecuadas a un determinado grupo de personas. Los mismos criterios deberán ser obser-
vados durante el traslado de las personas privadas de libertad.

PRINCIPIOS RELATIVOS A LOS SISTEMAS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD

Principio XX. Personal de los lugares de privación de libertad

El personal que tenga bajo su responsabilidad la dirección, custodia, tratamiento, traslado, 
disciplina y vigilancia de personas privadas de libertad, deberá ajustarse, en todo momento 
y circunstancia, al respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad y 
de sus familiares.

El personal deberá ser seleccionado cuidadosamente, teniendo en cuenta su integridad ética 
y moral, sensibilidad a la diversidad cultural y a las cuestiones de género, capacidad profe-
sional, adecuación personal a la función, y sentido de responsabilidad.
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Se garantizará que el personal esté integrado por empleados y funcionarios idóneos, de uno 
y otro sexo, preferentemente con condición de servidores públicos y de carácter civil. Como 
regla general, se prohibirá que miembros de la Policía o de las Fuerzas Armadas ejerzan 
funciones de custodia directa en los establecimientos de las personas privadas de libertad, 
con la excepción de las instalaciones policiales o militares.

Los lugares de privación de libertad para mujeres, o las secciones de mujeres en los esta-
blecimientos mixtos, estarán bajo la dirección de personal femenino. La vigilancia y custo-
dia de las mujeres privadas de libertad será ejercida exclusivamente por personal del sexo 
femenino, sin perjuicio de que funcionarios con otras capacidades o de otras disciplinas, 
tales como médicos, profesionales de enseñanza o personal administrativo, puedan ser del 
sexo masculino.

Se dispondrá en los lugares de privación de libertad de personal calificado y suficiente para 
garantizar la seguridad, vigilancia, custodia, y para atender las necesidades médicas, psico-
lógicas, educativas, laborales y de otra índole.

Se asignará al personal de los lugares de privación de libertad los recursos y el equipo ne-
cesarios para que puedan desempeñar su trabajo en las condiciones adecuadas, incluyendo 
una remuneración justa y apropiada, y condiciones dignas de alojamiento y servicios bási-
cos apropiados.

El personal de los lugares de privación de libertad recibirá instrucción inicial y capacita-
ción periódica especializada, con énfasis en el carácter social de la función. La formación 
de personal deberá incluir, por lo menos, capacitación sobre derechos humanos; sobre dere-
chos, deberes y prohibiciones en el ejercicio de sus funciones; y sobre los principios y reglas 
nacionales e internacionales relativos al uso de la fuerza, armas de fuego, así como sobre 
contención física. Para tales fines, los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos promoverán la creación y el funcionamiento de programas de entrenamiento 
y de enseñanza especializada, contando con la participación y cooperación de instituciones 
de la sociedad y de la empresa privada.

Principio XXI. Registros corporales, inspección de instalaciones y otras medidas

Los registros corporales, la inspección de instalaciones y las medidas de organización de los 
lugares de privación de libertad, cuando sean procedentes de conformidad con la ley, debe-
rán obedecer a los criterios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad.
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Los registros corporales a las personas privadas de libertad y a los visitantes de los lugares de 
privación de libertad se practicarán en condiciones sanitarias adecuadas, por personal califi-
cado del mismo sexo, y deberán ser compatibles con la dignidad humana y con el respeto a los 
derechos fundamentales. Para ello, los Estados Miembros utilizarán medios alternativos que 
tomen en consideración procedimientos y equipo tecnológico u otros métodos apropiados.

Los registros intrusivos vaginales y anales serán prohibidos por la ley.

Las inspecciones o registros practicados al interior de las unidades e instalaciones de los 
lugares de privación de libertad, deberán realizarse por autoridad competente, conforme a 
un debido procedimiento y con respeto a los derechos de las personas privadas de libertad.

Principio XXII. Régimen disciplinario

1. Sanciones disciplinarias

Las sanciones disciplinarias que se adopten en los lugares de privación de libertad, así como 
los procedimientos disciplinarios, deberán estar sujetas a control judicial y estar previamen-
te establecidas en las leyes, y no podrán contravenir las normas del derecho internacional 
de los derechos humanos.

2. Debido proceso legal

La determinación de las sanciones o medidas disciplinarias y el control de su ejecución es-
tarán a cargo de autoridades competentes, quienes actuarán en toda circunstancia conforme 
a los principios del debido proceso legal, respetando los derechos humanos y las garantías 
básicas de las personas privadas de libertad, reconocidas por el derecho internacional de 
los derechos humanos.

3. Medidas de aislamiento

Se prohibirá, por disposición de la ley, las medidas o sanciones de aislamiento en celdas de 
castigo.

Estarán estrictamente prohibidas las medidas de aislamiento de las mujeres embarazadas; 
de las madres que conviven con sus hijos al interior de los establecimientos de privación de 
libertad; y de los niños y niñas privados de libertad.
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El aislamiento solo se permitirá como una medida estrictamente limitada en el tiempo y 
como un último recurso, cuando se demuestre que sea necesaria para salvaguardar intereses 
legítimos relativos a la seguridad interna de los establecimientos, y para proteger derechos 
fundamentales, como la vida e integridad de las mismas personas privadas de libertad o del 
personal de dichas instituciones.

En todo caso, las órdenes de aislamiento serán autorizadas por autoridad competente y esta-
rán sujetas al control judicial, ya que su prolongación y aplicación inadecuada e innecesaria 
constituiría actos de tortura, o tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

En caso de aislamiento involuntario de personas con discapacidad mental se garantizará, 
además, que la medida sea autorizada por un médico competente; practicada de acuerdo 
con procedimientos oficialmente establecidos; consignada en el registro médico individual 
del paciente; y notificada inmediatamente a sus familiares o representantes legales. Las per-
sonas con discapacidad mental sometidas a dicha medida estarán bajo cuidado y supervi-
sión permanente de personal médico calificado.

4. Prohibición de sanciones colectivas

Se prohibirá por disposición de la ley la aplicación de sanciones colectivas.

5. Competencia disciplinaria

No se permitirá que las personas privadas de libertad tengan bajo su responsabilidad la eje-
cución de medidas disciplinarias, o la realización de actividades de custodia y vigilancia, 
sin perjuicio de que puedan participar en actividades educativas, religiosas, deportivas u 
otras similares, con participación de la comunidad, de organizaciones no gubernamentales 
y de otras instituciones privadas.

Principio XXIII. Medidas para combatir la violencia y las situaciones de emergencia

1. Medidas de prevención

De acuerdo con el derecho internacional de los derechos humanos, se adoptarán medidas 
apropiadas y eficaces para prevenir todo tipo de violencia entre las personas privadas de 
libertad, y entre estas y el personal de los establecimientos.
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Para tales fines, se podrán adoptar, entre otras, las siguientes medidas:

a.	Separar adecuadamente las diferentes categorías de personas, conforme a los crite-
rios establecidos en el presente documento;

b.	Asegurar la capacitación y formación continua y apropiada del personal;

c.	Incrementar el personal destinado a la seguridad y vigilancia interior, y establecer 
patrones de vigilancia continua al interior de los establecimientos;

d.	Evitar de manera efectiva el ingreso de armas, drogas, alcohol y de otras sustancias 
u objetos prohibidos por la ley, a través de registros e inspecciones periódicas, y 
la utilización de medios tecnológicos u otros métodos apropiados, incluyendo la 
requisa al propio personal;

e.	Establecer mecanismos de alerta temprana para prevenir las crisis o emergencias;

f.	Promover la mediación y la resolución pacífica de conflictos internos;

g.	Evitar y combatir todo tipo de abusos de autoridad y actos de corrupción; y

h.	Erradicar la impunidad, investigando y sancionando todo tipo de hechos de violen-
cia y de corrupción, conforme a la ley.

2. Criterios para el uso de la fuerza y de armas

El personal de los lugares de privación de libertad no empleará la fuerza y otros medios 
coercitivos, salvo excepcionalmente, de manera proporcionada, en casos de gravedad, ur-
gencia y necesidad, como último recurso después de haber agotado previamente las demás 
vías disponibles, y por el tiempo y en la medida indispensables para garantizar la seguridad, 
el orden interno, la protección de los derechos fundamentales de la población privada de 
libertad, del personal o de las visitas.

Se prohibirá al personal el uso de armas de fuego u otro tipo de armas letales al interior de 
los lugares de privación de libertad, salvo cuando sea estrictamente inevitable para proteger 
la vida de las personas.
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En toda circunstancia, el uso de la fuerza y de armas de fuego o de cualquier otro medio o 
método utilizado en casos de violencia o situaciones de emergencia, será objeto de super-
visión de autoridad competente.

3. Investigación y sanción

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos realizarán investi-
gaciones serias, exhaustivas, imparciales y ágiles sobre todo tipo de actos de violencia o 
situaciones de emergencia ocurridas al interior de los lugares de privación de libertad, con 
el fin de esclarecer sus causas, individualizar a los responsables e imponer las sanciones le-
gales correspondientes.

Se tomarán medidas apropiadas y se harán todos los esfuerzos posibles para evitar la repe-
tición de tales hechos al interior de los establecimientos de privación de libertad.

Principio XXIV. Inspecciones institucionales

De conformidad con la legislación nacional y el derecho internacional se podrán practi-
car visitas e inspecciones periódicas en los lugares de privación de libertad, por parte de 
instituciones y organizaciones nacionales e internacionales, a fin de verificar, en todo mo-
mento y circunstancia, las condiciones de privación de libertad y el respeto de los derechos 
humanos.

Al practicarse las inspecciones se permitirá y garantizará, entre otros, el acceso a todas las 
instalaciones de los lugares de privación de libertad; el acceso a la información y documen-
tación relacionada con el establecimiento y las personas privadas de libertad; y la posibili-
dad de entrevistar en privado y de manera confidencial a las personas privadas de libertad 
y al personal.

En toda circunstancia se respetará el mandato de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y de sus Relatorías, en particular la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, a fin de que puedan verificar el respeto de la dignidad y de los dere-
chos y garantías fundamentales de las personas privadas de libertad, en los Estados Miem-
bros de la Organización de los Estados Americanos.

Estas disposiciones no afectarán a las obligaciones de los Estados Partes en virtud de los 
cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus Protocolos adicionales de 8 de 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección
de las Personas Privadas de Libertad en las Américas 

|||||   252

junio de 1977 o la posibilidad abierta a cualquier Estado Parte de autorizar al Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en situaciones no cubiertas por 
el derecho internacional humanitario.

Principio XXV. Interpretación

Con el fin de respetar y garantizar plenamente los derechos y las libertades fundamentales 
reconocidas por el sistema interamericano, los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos deberán interpretar extensivamente las normas de derechos humanos, 
de tal forma que se aplique en toda circunstancia las cláusulas más favorables a las personas 
privadas de libertad.

Lo establecido en el presente documento no se interpretará como limitación, suspensión o 
restricción de los derechos y garantías de las personas privadas de libertad, reconocidos en 
el derecho interno e internacional, so pretexto de que este documento no los contempla o 
los contempla en menos grado.
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Convención Interamericana sobre 
la Protección de los Derechos 

Humanos de las Personas Mayores

PREÁMBULO

Los Estados Parte en la presente Convención,

Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y re-
gionales;

Reiterando el propósito de consolidar, dentro del marco de las instituciones democráticas, 
un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos 
fundamentales de la persona;

Teniendo en cuenta que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, solo puede realizarse el ideal del 
ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a 
cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 
derechos civiles y políticos;

Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales, así como la obligación de eliminar todas las 
formas de discriminación, en particular, la discriminación por motivos de edad;
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Resaltando que la persona mayor tiene los mismos derechos humanos y libertades funda-
mentales que otras personas, y que estos derechos, incluido el de no verse sometida a dis-
criminación fundada en la edad ni a ningún tipo de violencia, dimanan de la dignidad y la 
igualdad que son inherentes a todo ser humano;

Reconociendo que la persona, a medida que envejece, debe seguir disfrutando de una vida 
plena, independiente y autónoma, con salud, seguridad, integración y participación activa 
en las esferas económica, social, cultural y política de sus sociedades;

Reconociendo también la necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el envejecimiento 
desde una perspectiva de derechos humanos que reconoce las valiosas contribuciones ac-
tuales y potenciales de la persona mayor al bienestar común, a la identidad cultural, a la 
diversidad de sus comunidades, al desarrollo humano, social y económico y a la erradica-
ción de la pobreza;

Recordando lo establecido en los Principios de las Naciones Unidas en favor de las Personas 
de Edad (1991); la Proclamación sobre el Envejecimiento (1992); la Declaración Política y 
el Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2002), así como los 
instrumentos regionales tales como la Estrategia Regional de implementación para Améri-
ca Latina y el Caribe del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento 
(2003); la Declaración de Brasilia (2007), el Plan de Acción de la Organización Panameri-
cana de la Salud sobre la salud de las personas mayores, incluido el envejecimiento activo 
y saludable (2009), la Declaración de Compromiso de Puerto España (2009) y la Carta de 
San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe (2012);

Decididos a incorporar y dar prioridad al tema del envejecimiento en las políticas públicas, 
así como a destinar y gestionar los recursos humanos, materiales y financieros para lograr 
una adecuada implementación y evaluación de las medidas especiales puestas en práctica;

Reafirmando el valor de la solidaridad y complementariedad de la cooperación internacio-
nal y regional para promover los derechos humanos y las libertades fundamentales de la 
persona mayor;

Respaldando activamente la incorporación de la perspectiva de género en todas las políticas 
y programas dirigidos a hacer efectivos los derechos de la persona mayor y destacando la 
necesidad de eliminar toda forma de discriminación;
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Convencidos de la importancia de facilitar la formulación y el cumplimiento de leyes y pro-
gramas de prevención de abuso, abandono, negligencia, maltrato y violencia contra la per-
sona mayor, y la necesidad de contar con mecanismos nacionales que protejan sus derechos 
humanos y libertades fundamentales; y

Convencidos también de que la adopción de una convención amplia e integral contribuirá 
significativamente a promover, proteger y asegurar el pleno goce y ejercicio de los derechos 
de la persona mayor, y a fomentar un envejecimiento activo en todos los ámbitos,

Han convenido suscribir la presente Convención Interamericana sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las Personas Mayores (en adelante, la “Convención”):

Capítulo I 
Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Ámbito de aplicación y objeto

El objeto de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno 
goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y 
participación en la sociedad.

Lo dispuesto en la presente Convención no se interpretará como una limitación a derechos 
o beneficios más amplios o adicionales que reconozcan el derecho internacional o las legis-
laciones internas de los Estados Parte, a favor de la persona mayor.

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en esta Convención no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Parte se compro-
meten a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones 
de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades.

Los Estados Parte solo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio 
de los derechos establecidos en la presente Convención mediante leyes promulgadas con el 
objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida 
en que no contradigan el propósito y razón de los mismos. Las disposiciones de la presente 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Convención Interamericana sobre la Protección
de los Derechos Humanos de las Personas Mayores

|||||   256

Convención se aplicarán a todas las partes de los Estados federales sin limitaciones ni ex-
cepciones.

Artículo 2. Definiciones

A los efectos de la presente Convención se entiende por:

“Abandono”: La falta de acción deliberada o no para atender de manera integral las necesi-
dades de una persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica 
o moral.

“Cuidados paliativos”: La atención y cuidado activo, integral e interdisciplinario de pacien-
tes cuya enfermedad no responde a un tratamiento curativo o sufren dolores evitables, a fin 
de mejorar su calidad de vida hasta el fin de sus días. Implica una atención primordial al 
control del dolor, de otros síntomas y de los problemas sociales, psicológicos y espirituales 
de la persona mayor. Abarcan al paciente, su entorno y su familia. Afirman la vida y consi-
deran la muerte como un proceso normal; no la aceleran ni retrasan.

“Discriminación”: Cualquier distinción, exclusión, restricción que tenga como objetivo o 
efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales en la esfera política, económica, so-
cial, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y privada.

“Discriminación múltiple”: Cualquier distinción, exclusión o restricción hacia la persona 
mayor fundada en dos o más factores de discriminación.

“Discriminación por edad en la vejez”: Cualquier distinción, exclusión o restricción basada 
en la edad que tenga como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o 
ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales 
en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública 
y privada.

“Envejecimiento”: Proceso gradual que se desarrolla durante el curso de vida y que conlle-
va cambios biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funcionales de variadas consecuencias, 
las cuales se asocian con interacciones dinámicas y permanentes entre el sujeto y su medio.
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“Envejecimiento activo y saludable”: Proceso por el cual se optimizan las oportunidades de 
bienestar físico, mental y social, de participar en actividades sociales, económicas, cultura-
les, espirituales y cívicas, y de contar con protección, seguridad y atención, con el objetivo 
de ampliar la esperanza de vida saludable y la calidad de vida de todos los individuos en la 
vejez, y permitirles así seguir contribuyendo activamente a sus familias, amigos, comunida-
des y naciones. El concepto de envejecimiento activo y saludable se aplica tanto a individuos 
como a grupos de población.

“Maltrato”: Acción u omisión, única o repetida, contra una persona mayor que produce 
daño a su integridad física, psíquica y moral y que vulnera el goce o ejercicio de sus dere-
chos humanos y libertades fundamentales, independientemente de que ocurra en una re-
lación de confianza.

“Negligencia”: Error involuntario o falta no deliberada, incluido entre otros, el descuido, 
omisión, desamparo e indefensión que le causa un daño o sufrimiento a una persona ma-
yor, tanto en el ámbito público como privado, cuando no se hayan tomado las precauciones 
normales necesarias de conformidad con las circunstancias.

“Persona mayor”: Aquella de 60 años o más, salvo que la ley interna determine una edad 
base menor o mayor, siempre que esta no sea superior a los 65 años. Este concepto incluye, 
entre otros, el de persona adulta mayor.

“Persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo”: Aquella que reside tempo-
ral o permanentemente en un establecimiento regulado sea público, privado o mixto, en el 
que recibe servicios socio-sanitarios integrales de calidad, incluidas las residencias de larga 
estadía, que brindan estos servicios de atención por tiempo prolongado a la persona ma-
yor, con dependencia moderada o severa que no pueda recibir cuidados en su domicilio.

“Servicios socio-sanitarios integrados”: Beneficios y prestaciones institucionales para res-
ponder a las necesidades de tipo sanitario y social de la persona mayor, con el objetivo de 
garantizar su dignidad y bienestar y promover su independencia y autonomía.

“Unidad doméstica u hogar”: El grupo de personas que viven en una misma vivienda, com-
parten las comidas principales y atienden en común las necesidades básicas, sin que sea ne-
cesario que existan lazos de parentesco entre ellos.
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“Vejez”: Construcción social de la última etapa del curso de vida.

Capítulo II 
Principios generales

Artículo 3

Son principios generales aplicables a la Convención:

La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de la perso-
na mayor.

a)	La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al de-
sarrollo.

b)	La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor.

c)	La igualdad y no discriminación.

d)	La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad.

e)	El bienestar y cuidado.

f)	La seguridad física, económica y social.

g)	La autorrealización.

h)	La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida.

i)	La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y comunitaria.

j)	El buen trato y la atención preferencial.

k)	El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor.

l)	El respeto y valorización de la diversidad cultural.
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m)	La protección judicial efectiva.

n)	La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en la 
integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, 
así como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna.

Capítulo III 
Deberes generales de los Estados parte

Artículo 4

Los Estados Parte se comprometen a salvaguardar los derechos humanos y libertades fun-
damentales de la persona mayor enunciados en la presente Convención, sin discriminación 
de ningún tipo, y a tal fin:

a)	Adoptarán medidas para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas contra-
rias a la presente Convención, tales como aislamiento, abandono, sujeciones físicas 
prolongadas, hacinamiento, expulsiones de la comunidad, la negación de nutri-
ción, infantilización, tratamientos médicos inadecuados o desproporcionados, en-
tre otras, y todas aquellas que constituyan malos tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor.

b)	Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean ne-
cesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en la presente Convención y 
se abstendrán de adoptar cualquier medida legislativa que sea incompatible con la 
misma. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, 
las medidas afirmativas y ajustes razonables que sean necesarios para acelerar o 
lograr la igualdad de hecho de la persona mayor, así como para asegurar su plena 
integración social, económica, educacional, política y cultural. Tales medidas afir-
mativas no deberán conducir al mantenimiento de derechos separados para grupos 
distintos y no deberán perpetuarse más allá de un período razonable o después de 
alcanzado dicho objetivo.

c)	Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, 
presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia 
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a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los 
ámbitos.

d)	Adoptarán las medidas necesarias y cuando lo consideren en el marco de la coo-
peración internacional, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en 
cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad 
con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos económicos, sociales 
y culturales; sin perjuicio de las obligaciones que sean aplicables de inmediato en 
virtud del derecho internacional.

e)	Promoverán instituciones públicas especializadas en la protección y promoción de 
los derechos de la persona mayor y su desarrollo integral.

f)	Promoverán la más amplia participación de la sociedad civil y de otros actores so-
ciales, en particular de la persona mayor, en la elaboración, aplicación y control de 
políticas públicas y legislación dirigida a la implementación de la presente Con-
vención.

g)	Promoverán la recopilación de información adecuada, incluidos datos estadísticos 
y de investigación, que le permitan formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto 
a la presente Convención.

Capítulo IV 
Derechos protegidos

Artículo 5. Igualdad y no discriminación por razones de edad

Queda prohibida por la presente Convención la discriminación por edad en la vejez.

Los Estados Parte desarrollarán enfoques específicos en sus políticas, planes y legislaciones 
sobre envejecimiento y vejez, en relación con la persona mayor en condición de vulnera-
bilidad y aquellas que son víctimas de discriminación múltiple, incluidas las mujeres, las 
personas con discapacidad, las personas de diversas orientaciones sexuales e identidades de 
género, las personas migrantes, las personas en situación de pobreza o marginación social, 
los afrodescendientes y las personas pertenecientes a pueblos indígenas, las personas sin 
hogar, las personas privadas de libertad, las personas pertenecientes a pueblos tradicionales, 
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las personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, nacionales, lingüísticos, religiosos y 
rurales, entre otros.

Artículo 6. Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar a la persona ma-
yor el goce efectivo del derecho a la vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta 
el fin de sus días, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población.

Los Estados Parte tomarán medidas para que las instituciones públicas y privadas ofrezcan 
a la persona mayor un acceso no discriminatorio a cuidados integrales, incluidos los cuida-
dos paliativos, eviten el aislamiento y manejen apropiadamente los problemas relacionados 
con el miedo a la muerte de los enfermos terminales, el dolor, y eviten el sufrimiento inne-
cesario y las intervenciones fútiles e inútiles, de conformidad con el derecho de la persona 
mayor a expresar el consentimiento informado.

Artículo 7. Derecho a la independencia y a la autonomía

Los Estados Parte en la presente Convención reconocen el derecho de la persona mayor a 
tomar decisiones, a la definición de su plan de vida, a desarrollar una vida autónoma e inde-
pendiente, conforme a sus tradiciones y creencias, en igualdad de condiciones y a disponer 
de mecanismos para poder ejercer sus derechos.

Los Estados Parte adoptarán programas, políticas o acciones para facilitar y promover el 
pleno goce de estos derechos por la persona mayor, propiciando su autorealización, el for-
talecimiento de todas las familias, de sus lazos familiares y sociales, y de sus relaciones afec-
tivas. En especial, asegurarán:

a)	El respeto a la autonomía de la persona mayor en la toma de sus decisiones, así 
como a su independencia en la realización de sus actos.

b)	Que la persona mayor tenga la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde 
y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vea obligada a 
vivir con arreglo a un sistema de vida específico.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Convención Interamericana sobre la Protección
de los Derechos Humanos de las Personas Mayores

|||||   262

c)	Que la persona mayor tenga acceso progresivamente a una variedad de servicios 
de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, 
incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su in-
clusión en la comunidad, y para evitar su aislamiento o separación de esta.

Artículo 8. Derecho a la participación e integración comunitaria

La persona mayor tiene derecho a la participación activa, productiva, plena y efectiva dentro 
de la familia, la comunidad y la sociedad para su integración en todas ellas.

Los Estados Parte adoptarán medidas para que la persona mayor tenga la oportunidad de 
participar activa y productivamente en la comunidad, y pueda desarrollar sus capacidades 
y potencialidades. A tal fin:

a)	Crearán y fortalecerán mecanismos de participación e inclusión social de la persona 
mayor en un ambiente de igualdad que permita erradicar los prejuicios y estereoti-
pos que obstaculicen el pleno disfrute de estos derechos.

b)	Promoverán la participación de la persona mayor en actividades intergeneracio-
nales para fortalecer la solidaridad y el apoyo mutuo como elementos claves del 
desarrollo social.

c)	Asegurarán que las instalaciones y los servicios comunitarios para la población 
en general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de la persona mayor y 
tengan en cuenta sus necesidades.

Artículo 9. Derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia

La persona mayor tiene derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia, a 
recibir un trato digno y a ser respetada y valorada, independientemente de la raza, el color, el 
sexo, el idioma, la cultura, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen social, 
nacional, étnico, indígena e identidad cultural, la posición socio-económica, discapacidad, la 
orientación sexual, el género, la identidad de género, su contribución económica o cualquier 
otra condición.
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La persona mayor tiene derecho a vivir una vida sin ningún tipo de violencia y maltrato. 
Para los efectos de esta Convención, se entenderá por violencia contra la persona mayor 
cualquier acción o conducta que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicoló-
gico a la persona mayor, tanto en el ámbito público como en el privado.

Se entenderá que la definición de violencia contra la persona mayor comprende, entre otros, 
distintos tipos de abuso, incluso el financiero y patrimonial, y maltrato físico, sexual, psi-
cológico, explotación laboral, la expulsión de su comunidad y toda forma de abandono o 
negligencia que tenga lugar dentro o fuera del ámbito familiar o unidad doméstica o que sea 
perpetrado o tolerado por el Estado o sus agentes dondequiera que ocurra.

Los Estados Parte se comprometen a:

a)	Adoptar medidas legislativas, administrativas y de otra índole para prevenir, inves-
tigar, sancionar y erradicar los actos de violencia contra la persona mayor, así como 
aquellas que propicien la reparación de los daños ocasionados por estos actos.

b)	Producir y divulgar información con el objetivo de generar diagnósticos de riesgo 
de posibles situaciones de violencia a fin de desarrollar políticas de prevención.

c)	Promover la creación y el fortalecimiento de servicios de apoyo para atender los 
casos de violencia, maltrato, abusos, explotación y abandono de la persona mayor. 
Fomentar el acceso de la persona mayor a dichos servicios y a la información sobre 
los mismos.

d)	Establecer o fortalecer mecanismos de prevención de la violencia, en cualquiera de 
sus manifestaciones, dentro de la familia, unidad doméstica, lugares donde recibe 
servicios de cuidado a largo plazo y en la sociedad para la efectiva protección de los 
derechos de la persona mayor.

e)	Informar y sensibilizar a la sociedad en su conjunto sobre las diversas formas de 
violencia contra la persona mayor y la manera de identificarlas y prevenirlas.

f)	Capacitar y sensibilizar a funcionarios públicos, a los encargados de los servicios 
sociales y de salud, al personal encargado de la atención y el cuidado de la persona 
mayor en los servicios de cuidado a largo plazo o servicios domiciliarios sobre las 
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diversas formas de violencia, a fin de brindarles un trato digno y prevenir negligen-
cia y acciones o prácticas de violencia y maltrato.

g)	Desarrollar programas de capacitación dirigidos a los familiares y personas que 
ejerzan tareas de cuidado domiciliario a fin de prevenir escenarios de violencia en 
el hogar o unidad doméstica.

h)	Promover mecanismos adecuados y eficaces de denuncia en casos de violencia con-
tra la persona mayor, así como reforzar los mecanismos judiciales y administrativos 
para la atención de esos casos.

i)	Promover activamente la eliminación de todas las prácticas que generan violencia 
y que afectan la dignidad e integridad de la mujer mayor.

Artículo 10. Derecho a no ser sometido a tortura ni a penas o tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes

La persona mayor tiene derecho a no ser sometida a tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes.

Los Estados Parte tomarán todas las medidas de carácter legislativo, administrativo o de 
otra índole para prevenir, investigar, sancionar y erradicar todo tipo de tortura u otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes hacia la persona mayor.

Artículo 11. Derecho a brindar consentimiento libre e informado en el ámbito de la salud

La persona mayor tiene el derecho irrenunciable a manifestar su consentimiento libre e 
informado en el ámbito de la salud. La negación de este derecho constituye una forma de 
vulneración de los derechos humanos de la persona mayor.

Con la finalidad de garantizar el derecho de la persona mayor a manifestar su consentimien-
to informado de manera previa, voluntaria, libre y expresa, así como a ejercer su derecho 
de modificarlo o revocarlo, en relación con cualquier decisión, tratamiento, intervención 
o investigación, en el ámbito de la salud, los Estados Parte se comprometen a elaborar y 
aplicar mecanismos adecuados y eficaces para impedir abusos y fortalecer la capacidad de 
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la persona mayor de comprender plenamente las opciones de tratamiento existentes, sus 
riesgos y beneficios.

Dichos mecanismos deberán asegurar que la información que se brinde sea adecuada, clara 
y oportuna, disponible sobre bases no discriminatorias, de forma accesible y presentada de 
manera comprensible de acuerdo con la identidad cultural, nivel educativo y necesidades 
de comunicación de la persona mayor.

Las instituciones públicas o privadas y los profesionales de la salud no podrán administrar 
ningún tratamiento, intervención o investigación de carácter médico o quirúrgico sin el 
consentimiento informado de la persona mayor.

En los casos de emergencia médica que pongan en riesgo la vida y cuando no resulte posi-
ble obtener el consentimiento informado, se podrán aplicar las excepciones establecidas de 
conformidad con la legislación nacional.

La persona mayor tiene derecho a aceptar, negarse a recibir o interrumpir voluntariamen-
te tratamientos médicos o quirúrgicos, incluidos los de la medicina tradicional, alternativa 
y complementaria, investigación, experimentos médicos o científicos, ya sean de carácter 
físico o psíquico, y a recibir información clara y oportuna sobre las posibles consecuencias 
y los riesgos de dicha decisión.

Los Estados Parte establecerán también un proceso a través del cual la persona mayor pue-
da manifestar de manera expresa su voluntad anticipada e instrucciones respecto de las in-
tervenciones en materia de atención de la salud, incluidos los cuidados paliativos. En estos 
casos, esta voluntad anticipada podrá ser expresada, modificada o ampliada en cualquier 
momento solo por la persona mayor, a través de instrumentos jurídicamente vinculantes, 
de conformidad con la legislación nacional.

Artículo 12. Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo

La persona mayor tiene derecho a un sistema integral de cuidados que provea la protección 
y promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, seguridad alimentaria y nutricio-
nal, agua, vestuario y vivienda; promoviendo que la persona mayor pueda decidir perma-
necer en su hogar y mantener su independencia y autonomía.
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Los Estados Parte deberán diseñar medidas de apoyo a las familias y cuidadores median-
te la introducción de servicios para quienes realizan la actividad de cuidado de la persona 
mayor, teniendo en cuenta las necesidades de todas las familias y otras formas de cuidados, 
así como la plena participación de la persona mayor, respetándose su opinión.

Los Estados Parte deberán adoptar medidas tendientes a desarrollar un sistema integral de 
cuidados que tenga especialmente en cuenta la perspectiva de género y el respeto a la dig-
nidad e integridad física y mental de la persona mayor.

Para garantizar a la persona mayor el goce efectivo de sus derechos humanos en los servi-
cios de cuidado a largo plazo, los Estados Parte se comprometen a:

a)	Establecer mecanismos para asegurar que el inicio y término de servicios de cuida-
do de largo plazo estén sujetos a la manifestación de la voluntad libre y expresa de 
la persona mayor.

b)	Promover que dichos servicios cuenten con personal especializado que pueda ofre-
cer una atención adecuada e integral y prevenir acciones o prácticas que puedan 
producir daño o agravar la condición existente.

c)	Establecer un marco regulatorio adecuado para el funcionamiento de los servicios 
de cuidado a largo plazo que permita evaluar y supervisar la situación de la persona 
mayor, incluyendo la adopción de medidas para:

i.	Garantizar el acceso de la persona mayor a la información, en particular a sus 
expedientes personales, ya sean físicos o digitales, y promover el acceso a los 
distintos medios de comunicación e información, incluidas las redes sociales, así 
como informar a la persona mayor sobre sus derechos y sobre el marco jurídico 
y protocolos que rigen los servicios de cuidado a largo plazo.

ii.	Prevenir injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar o 
unidad doméstica, o cualquier otro ámbito en el que se desenvuelvan, así como 
en su correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación.

iii.	Promover la interacción familiar y social de la persona mayor, teniendo en cuenta 
a todas las familias y sus relaciones afectivas.
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iv.	Proteger la seguridad personal y el ejercicio de la libertad y movilidad de la per-
sona mayor.

v.	Proteger la integridad de la persona mayor y su privacidad e intimidad en las 
actividades que desarrolle, particularmente en los actos de higiene personal.

d)	Establecer la legislación necesaria, conforme a los mecanismos nacionales, para 
que los responsables y el personal de servicios de cuidado a largo plazo respondan 
administrativa, civil y/o penalmente por los actos que practiquen en detrimento de 
la persona mayor, según corresponda.

e)	Adoptar medidas adecuadas, cuando corresponda, para que la persona mayor que 
se encuentre recibiendo servicios de cuidado a largo plazo cuente con servicios de 
cuidados paliativos que abarquen al paciente, su entorno y su familia.

Artículo 13. Derecho a la libertad personal

La persona mayor tiene derecho a la libertad y seguridad personal, independientemente del 
ámbito en el que se desenvuelva.

Los Estados Parte asegurarán que la persona mayor disfrute del derecho a la libertad y se-
guridad personal y que la edad en ningún caso justifique la privación o restricción arbitra-
rias de su libertad.

Los Estados Parte garantizarán que cualquier medida de privación o restricción de libertad 
será de conformidad con la ley y asegurarán que la persona mayor que se vea privada de su 
libertad en razón de un proceso tenga, en igualdad de condiciones con otros sectores de la 
población, derecho a garantías de conformidad con el derecho internacional de los dere-
chos humanos y a ser tratada de conformidad con los objetivos y principios de la presente 
Convención.

Los Estados Parte garantizarán el acceso de la persona mayor privada de libertad a progra-
mas especiales y atención integral, incluidos los mecanismos de rehabilitación para su re-
inserción en la sociedad y, según corresponda, promoverán medidas alternativas respecto 
a la privación de libertad, de acuerdo con sus ordenamientos jurídicos internos.
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Artículo 14. Derecho a la libertad de expresión y de opinión y al acceso a la información

La persona mayor tiene derecho a la libertad de expresión y opinión y al acceso a la infor-
mación, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población y por los medios de 
su elección.

Los Estados Parte adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor el ejercicio 
efectivo de dichos derechos.

Artículo 15. Derecho a la nacionalidad y a la libertad de circulación

La persona mayor tiene derecho a la libertad de circulación, a la libertad para elegir su re-
sidencia y a poseer una nacionalidad en igualdad de condiciones con los demás sectores de 
la población, sin discriminación por razones de edad.

Los Estados Parte adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor el ejercicio 
efectivo de dichos derechos.

Artículo 16. Derecho a la privacidad y a la intimidad

La persona mayor tiene derecho a la privacidad y a la intimidad y a no ser objeto de inje-
rencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar o unidad doméstica, o cual-
quier ámbito en el que se desenvuelvan, así como en su correspondencia o cualquier otro 
tipo de comunicación.

La persona mayor tiene derecho a no ser objeto de agresiones contra su dignidad, honor y 
reputación, y a la privacidad en los actos de higiene o en las actividades que desarrolle, in-
dependientemente del ámbito en el que se desenvuelva.

Los Estados Parte adoptarán las medidas necesarias para garantizar estos derechos, par
ticularmente a la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo.

Artículo 17. Derecho a la seguridad social

Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad social que la proteja para llevar una vida 
digna.
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Los Estados Parte promoverán progresivamente, dentro de los recursos disponibles, que la 
persona mayor reciba un ingreso para una vida digna a través de los sistemas de seguridad 
social y otros mecanismos flexibles de protección social.

Los Estados Parte buscarán facilitar, mediante convenios institucionales, acuerdos bilatera-
les u otros mecanismos hemisféricos, el reconocimiento de prestaciones, aportes realizados 
a la seguridad social o derechos de pensión de la persona mayor migrante.

Todo lo dispuesto en este artículo será de conformidad con la legislación nacional.

Artículo 18. Derecho al trabajo

La persona mayor tiene derecho al trabajo digno y decente y a la igualdad de oportunidades 
y de trato respecto de los otros trabajadores, sea cual fuere su edad.

Los Estados Parte adoptarán medidas para impedir la discriminación laboral de la persona 
mayor. Queda prohibida cualquier distinción que no se base en las exigencias propias de 
la naturaleza del cargo, de conformidad con la legislación nacional y en forma apropiada a 
las condiciones locales.

El empleo o la ocupación debe contar con las mismas garantías, beneficios, derechos labo-
rales y sindicales, y ser remunerado por el mismo salario aplicable a todos los trabajadores 
frente a iguales tareas y responsabilidades.

Los Estados Parte adoptarán las medidas legislativas, administrativas o de otra índole para 
promover el empleo formal de la persona mayor y regular las distintas formas de autoem-
pleo y el empleo doméstico, con miras a prevenir abusos y garantizar una adecuada cober-
tura social y el reconocimiento del trabajo no remunerado.

Los Estados Parte promoverán programas y medidas que faciliten una transición gradual a 
la jubilación, para lo cual podrán contar con la participación de las organizaciones repre-
sentativas de empleadores y trabajadores y de otros organismos interesados.

Los Estados Parte promoverán políticas laborales dirigidas a propiciar que las condiciones, 
el ambiente de trabajo, horarios y la organización de las tareas sean adecuadas a las necesi-
dades y características de la persona mayor.
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Los Estados Parte alentarán el diseño de programas para la capacitación y certificación de 
conocimiento y saberes para promover el acceso de la persona mayor a mercados laborales 
más inclusivos.

Artículo 19. Derecho a la salud

La persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin ningún tipo de discrimina-
ción.

Los Estados Parte deberán diseñar e implementar políticas públicas intersectoriales de sa-
lud orientadas a una atención integral que incluya la promoción de la salud, la prevención 
y la atención de la enfermedad en todas las etapas, y la rehabilitación y los cuidados paliati-
vos de la persona mayor a fin de propiciar el disfrute del más alto nivel de bienestar, físico, 
mental y social. Para hacer efectivo este derecho, los Estados Parte se comprometen a tomar 
las siguientes medidas:

a)	Asegurar la atención preferencial y el acceso universal, equitativo y oportuno en los 
servicios integrales de salud de calidad basados en la atención primaria, y aprove-
char la medicina tradicional, alternativa y complementaria, de conformidad con la 
legislación nacional y con los usos y costumbres.

b)	Formular, implementar, fortalecer y evaluar políticas públicas, planes y estrategias 
para fomentar un envejecimiento activo y saludable.

c)	Fomentar políticas públicas sobre salud sexual y reproductiva de la persona mayor.

d)	Fomentar, cuando corresponda, la cooperación internacional en cuanto al diseño 
de políticas públicas, planes, estrategias y legislación, y el intercambio de capacida-
des y recursos para ejecutar planes de salud para la persona mayor y su proceso de 
envejecimiento.

e)	Fortalecer las acciones de prevención a través de las autoridades de salud y la pre-
vención de enfermedades, incluyendo la realización de cursos de educación, el 
conocimiento de las patologías y opinión informada de la persona mayor en el tra
tamiento de enfermedades crónicas y otros problemas de salud.
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f)	Garantizar el acceso a beneficios y servicios de salud asequibles y de calidad para la 
persona mayor con enfermedades no transmisibles y transmisibles, incluidas aque-
llas por transmisión sexual.

g)	Fortalecer la implementación de políticas públicas orientadas a mejorar el estado 
nutricional de la persona mayor.

h)	Promover el desarrollo de servicios socio-sanitarios integrados especializados para 
atender a la persona mayor con enfermedades que generan dependencia, incluidas 
las crónico-degenerativas, las demencias y la enfermedad de Alzheimer.

i)	Fortalecer las capacidades de los trabajadores de los servicios de salud, sociales 
y socio-sanitarios integrados y de otros actores, en relación con la atención de la 
persona mayor, teniendo en consideración los principios contenidos en la presente 
Convención.

j)	Promover y fortalecer la investigación y la formación académica profesional y téc-
nica especializada en geriatría, gerontología y cuidados paliativos.

k)	Formular, adecuar e implementar, según la legislación vigente en cada país, políti-
cas referidas a la capacitación y aplicación de la medicina tradicional, alternativa y 
complementaria, en relación con la atención integral de la persona mayor.

l)	Promover las medidas necesarias para que los servicios de cuidados paliativos estén 
disponibles y accesibles para la persona mayor, así como para apoyar a sus familias.

m)	Garantizar a la persona mayor la disponibilidad y el acceso a los medicamentos 
reconocidos como esenciales por la Organización Mundial de la Salud, incluyendo 
los fiscalizados necesarios para los cuidados paliativos.

n)	Garantizar a la persona mayor el acceso a la información contenida en sus ex
pedientes personales, sean físicos o digitales.

o)	Promover y garantizar progresivamente, y de acuerdo con sus capacidades, el acom-
pañamiento y la capacitación a personas que ejerzan tareas de cuidado de la persona 
mayor, incluyendo familiares, con el fin de procurar su salud y bienestar.
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Artículo 20 Derecho a la educación

La persona mayor tiene derecho a la educación en igualdad de condiciones con otros secto-
res de la población y sin discriminación, en las modalidades definidas por cada uno de los 
Estados Parte, y a participar en los programas educativos existentes en todos los niveles, y 
a compartir sus conocimientos y experiencias con todas las generaciones.

Los Estados Parte garantizarán el ejercicio efectivo del derecho a la educación de la persona 
mayor y se comprometen a:

a)	Facilitar a la persona mayor el acceso a programas educativos y de formación ade-
cuados que permitan el acceso, entre otros, a los distintos niveles del ciclo educativo, 
a programas de alfabetización y postalfabetización, formación técnica y profesional, 
y a la educación permanente continua, en especial a los grupos en situación de 
vulnerabilidad.

b)	Promover el desarrollo de programas, materiales y formatos educativos adecuados 
y accesibles para la persona mayor que atiendan sus necesidades, preferencias, ap-
titudes, motivaciones e identidad cultural.

c)	Adoptar las medidas necesarias para reducir y, progresivamente, eliminar las barre-
ras y las dificultades de acceso a los bienes y servicios educativos en el medio rural.

d)	Promover la educación y formación de la persona mayor en el uso de las nuevas 
tecnologías de la información y comunicación (TIC) para minimizar la brecha di-
gital, generacional y geográfica e incrementar la integración social y comunitaria.

e)	Diseñar e implementar políticas activas para erradicar el analfabetismo de la per-
sona mayor y, en especial, de las mujeres y grupos en situación de vulnerabilidad.

f)	Fomentar y facilitar la participación activa de la persona mayor en actividades edu-
cativas, tanto formales como no formales.
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Artículo 21. Derecho a la cultura

La persona mayor tiene derecho a su identidad cultural, a participar en la vida cultural y 
artística de la comunidad, al disfrute de los beneficios del progreso científico y tecnológico 
y de otros producto de la diversidad cultural, así como a compartir sus conocimientos y ex-
periencias con otras generaciones, en cualquiera de los contextos en los que se desarrolle.

Los Estados Parte reconocerán, garantizarán y protegerán el derecho a la propiedad inte-
lectual de la persona mayor, en condiciones de igualdad con los demás sectores de la pobla-
ción y de acuerdo con la legislación interna y los instrumentos internacionales adoptados 
en este ámbito.

Los Estados Parte promoverán las medidas necesarias para asegurar el acceso preferencial 
de la persona mayor a los bienes y servicios culturales, en formatos y condiciones asequibles.

Los Estados Parte fomentarán programas culturales para que la persona mayor pueda desa-
rrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, para su beneficio y para el en-
riquecimiento de la sociedad como agente transmisor de valores, conocimientos y cultura.

Los Estados Parte impulsarán la participación de las organizaciones de personas mayores 
en la planificación, realización y divulgación de proyectos educativos y culturales.

Los Estados Parte incentivarán, mediante acciones de reconocimiento y estímulo, los apor-
tes de la persona mayor a las diferentes expresiones artísticas y culturales.

Artículo 22. Derecho a la recreación, al esparcimiento y al deporte

La persona mayor tiene derecho a la recreación, la actividad física, el esparcimiento y el 
deporte.

Los Estados Parte promoverán el desarrollo de servicios y programas de recreación, inclui-
do el turismo, así como actividades de esparcimiento y deportivas que tengan en cuenta los 
intereses y las necesidades de la persona mayor, en particular de aquella que recibe servi-
cios de cuidado a largo plazo, con el objeto de mejorar su salud y calidad de vida en todas 
sus dimensiones y promover su autorrealización, independencia, autonomía e inclusión en 
la comunidad.
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La persona mayor podrá participar en el establecimiento, gestión y evaluación de dichos 
servicios, programas o actividades.

Artículo 23. Derecho a la propiedad

Toda persona mayor tiene derecho al uso y goce de sus bienes y a no ser privada de estos 
por motivos de edad. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.

Ninguna persona mayor puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de in-
demnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según 
las formas establecidas por la ley.

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizarle a la persona 
mayor el ejercicio del derecho a la propiedad, incluida la libre disposición de sus bienes, y 
para prevenir el abuso y la enajenación ilegal de su propiedad.

Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas para eliminar toda práctica admi-
nistrativa o financiera que discrimine a la persona mayor, principalmente a las mujeres 
mayores y a los grupos en situación de vulnerabilidad respecto del ejercicio de su derecho 
a la propiedad.

Artículo 24. Derecho a la vivienda

La persona mayor tiene derecho a una vivienda digna y adecuada, y a vivir en entornos se-
guros, saludables, accesibles y adaptables a sus preferencias y necesidades.

Los Estados Parte deberán adoptar las medidas pertinentes para promover el pleno goce de 
este derecho y facilitar que la persona mayor tenga acceso a servicios socio- sanitarios inte-
grados y servicios de cuidados domiciliarios que le permitan residir en su propio domicilio 
conforme a su voluntad.

Los Estados Parte deberán garantizar el derecho de la persona mayor a una vivienda digna y 
adecuada y adoptarán políticas de promoción del derecho a la vivienda y el acceso a la tierra 
reconociendo las necesidades de la persona mayor y la prioridad en la asignación a aquella 
que se encuentre en situación de vulnerabilidad. Asimismo, los Estados Parte fomentarán 
progresivamente el acceso al crédito de vivienda u otras formas de financiamiento sin dis-
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criminación, promoviendo, entre otros, la colaboración con el sector privado, la sociedad 
civil y otros actores sociales. Las políticas deberán tener especialmente en cuenta:

a)	La necesidad de construir o adaptar progresivamente soluciones habitacionales con 
el fin de que estas sean arquitectónicamente adecuadas y accesibles a los adultos 
mayores con discapacidad y con impedimentos relacionados con su movilidad.

b)	Las necesidades específicas de la persona mayor, particularmente aquellas que viven 
solas, a través de subsidios para el alquiler, apoyo a las renovaciones de la vivienda 
y otras medidas pertinentes, según la capacidad de los Estados Parte.

Los Estados Parte promoverán el establecimiento de procedimientos expeditos de reclama-
ción y justicia en caso de desalojos de personas mayores y adoptarán las medidas necesarias 
para protegerlas contra los desalojos forzosos ilegales.

Los Estados Parte deberán promover programas para la prevención de accidentes en el en-
torno y el hogar de la persona mayor.

Artículo 25. Derecho a un medio ambiente sano

La persona mayor tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios 
públicos básicos, a tal fin los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes para salva-
guardar y promover el ejercicio de este derecho, entre ellas:

a)	Fomentar el desarrollo pleno de la persona mayor en armonía con la naturaleza.

b)	Garantizar el acceso de la persona mayor en condiciones de igualdad a servicios 
públicos básicos de agua potable y saneamiento, entre otros.

Artículo 26. Derecho a la accesibilidad y a la movilidad personal

La persona mayor tiene derecho a la accesibilidad al entorno físico, social, económico y 
cultural, y a su movilidad personal.

A fin de garantizar la accesibilidad y la movilidad personal de la persona mayor para que 
pueda vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la 
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vida, los Estados Parte adoptarán de manera progresiva medidas pertinentes para asegu-
rar el acceso de la persona mayor, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno 
físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tec-
nologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abier-
tos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que 
incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, 
entre otras cosas, a:

a)	Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e inte-
riores como centros educativos, viviendas, instalaciones médicas y lugares de tra-
bajo.

b)	Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios 
electrónicos y de emergencia.

Los Estados Parte también adoptarán las medidas pertinentes para:

a)	Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices 
sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso 
público.

b)	Asegurar que las entidades públicas y privadas que proporcionan instalaciones y 
servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos 
de su accesibilidad para la persona mayor.

c)	Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de accesibi-
lidad que enfrenta la persona mayor.

d)	Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a la persona mayor para 
asegurar su acceso a la información.

e)	Promover el acceso de la persona mayor a los nuevos sistemas y tecnologías de la 
información y las comunicaciones, incluida Internet y que estas sean accesibles al 
menor costo posible.
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f)	Propiciar el acceso a tarifas preferenciales o gratuitas de los servicios de transporte 
público o de uso público a la persona mayor.

g)	Promover iniciativas en los servicios de transporte público o de uso público para 
que haya asientos reservados para la persona mayor, los cuales deberán ser identi-
ficados con la señalización correspondiente.

h)	Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización en for-
matos de fácil lectura, comprensión y adecuados para la persona mayor.

Artículo 27. Derechos políticos

La persona mayor tiene derecho a la participación en la vida política y pública en igualdad 
de condiciones con los demás y a no ser discriminados por motivo de edad.

La persona mayor tiene derecho a votar libremente y ser elegido, debiendo el Estado facilitar 
las condiciones y los medios para ejercer esos derechos.
Los Estados Parte garantizarán a la persona mayor una participación plena y efectiva en su 
derecho a voto y adoptarán las siguientes medidas pertinentes para:

a)	Garantizar que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean ade-
cuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar.

b)	Proteger el derecho de la persona mayor a emitir su voto en secreto en elecciones y 
referendos públicos, sin intimidación.

c)	Garantizar la libre expresión de la voluntad de la persona mayor como elector y a 
este fin, cuando sea necesario y con su consentimiento, permitir que una persona 
de su elección le preste asistencia para votar.

d)	Crear y fortalecer mecanismos de participación ciudadana con el objeto de incorpo-
rar en los procesos de toma de decisión en todos los niveles de Gobierno las opinio-
nes, aportes y demandas de la persona mayor y de sus agrupaciones y asociaciones.
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Artículo 28. Derecho de reunión y de asociación

La persona mayor tiene derecho a reunirse pacíficamente y a formar libremente sus propias 
agrupaciones o asociaciones, de conformidad con el derecho internacional de los derechos 
humanos.

A tal fin los Estados Parte se comprometen a:

a)	Facilitar la creación y el reconocimiento legal de dichas agrupaciones o asociacio-
nes, respetando su libertad de iniciativa y prestándoles apoyo para su formación y 
desempeño de acuerdo con la capacidad de los Estados Parte.

b)	Fortalecer las asociaciones de personas mayores y el desarrollo de liderazgos posi-
tivos que faciliten el logro de sus objetivos y la difusión de los derechos enunciados 
en la presente Convención.

Artículo 29. Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

Los Estados Parte tomarán todas las medidas específicas que sean necesarias para garantizar 
la integridad y los derechos de la persona mayor en situaciones de riesgo, incluidas situa-
ciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres, de conformidad con las 
normas de derecho internacional, en particular del derecho internacional de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario.

Los Estados Parte adoptarán medidas de atención específicas a las necesidades de la perso-
na mayor en la preparación, prevención, reconstrucción y recuperación en situaciones de 
emergencias, desastres o conflictos.

Los Estados Parte propiciarán que la persona mayor interesada participe en los protocolos 
de protección civil en caso de desastres naturales.

Artículo 30. Igual reconocimiento como persona ante la ley

Los Estados Parte reafirman que la persona mayor tiene derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica.
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Los Estados Parte reconocerán que la persona mayor tiene capacidad jurídica en igualdad 
de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida.

Los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a la persona 
mayor al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica.

Los Estados Parte asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad 
jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de 
conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas salva-
guardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten 
los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona mayor, que no haya conflicto de 
intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias 
de la persona mayor, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, indepen-
diente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas 
afecten a los derechos e intereses de la persona mayor.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Parte tomarán todas las 
medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de la persona mayor, 
en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietaria y heredar bienes, controlar sus 
propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos ban-
carios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que la persona 
mayor no sea privada de sus bienes de manera arbitraria.

Artículo 31. Acceso a la justicia

La persona mayor tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter.

Los Estados Parte se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso efectivo 
a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la adopción de 
ajustes de procedimiento en todos los procesos judiciales y administrativos en cualquiera 
de sus etapas.
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Los Estados Parte se comprometen a garantizar la debida diligencia y el tratamiento prefe-
rencial a la persona mayor para la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en 
procesos administrativos y judiciales.

La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre en 
riesgo la salud o la vida de la persona mayor.

Asimismo, los Estados Parte desarrollarán y fortalecerán políticas públicas y programas 
dirigidos a promover:

a)	Mecanismos alternativos de solución de controversias.

b)	Capacitación del personal relacionado con la administración de justicia, incluido el 
personal policial y penitenciario, sobre la protección de los derechos de la persona 
mayor.

Capítulo V. 
Toma de conciencia

Artículo 32

Los Estados Parte acuerdan:

a)	Adoptar medidas para lograr la divulgación y capacitación progresiva de toda la 
sociedad sobre la presente Convención.

b)	Fomentar una actitud positiva hacia la vejez y un trato digno, respetuoso y consi-
derado hacia la persona mayor y, sobre la base de una cultura de paz, impulsar ac-
ciones de divulgación, promoción de los derechos y empoderamiento de la persona 
mayor, así como evitar el lenguaje e imágenes estereotipadas sobre la vejez.

c)	Desarrollar programas para sensibilizar a la población sobre el proceso de enve-
jecimiento y sobre la persona mayor, fomentando la participación de esta y de sus 
organizaciones en el diseño y formulación de dichos programas.
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d)	Promover la inclusión de contenidos que propicien la compresión y aceptación de 
la etapa del envejecimiento en los planes y programas de estudios de los diferentes 
niveles educativos, así como en las agendas académicas y de investigación.

e)	Promover el reconocimiento de la experiencia, la sabiduría, la productividad y la 
contribución al desarrollo que la persona mayor brinda a la sociedad en su conjunto.

Capítulo VI 
Mecanismo de Seguimiento de la Convención y medios de protección

Artículo 33. Mecanismo de Seguimiento

Con el fin de dar seguimiento a los compromisos adquiridos y promover la efectiva imple-
mentación de la presente Convención se establece un mecanismo de seguimiento integrado 
por una Conferencia de Estados Parte y un Comité de Expertos.

El Mecanismo de Seguimiento quedará constituido cuando se haya recibido el décimo ins-
trumento de ratificación o adhesión.

Las funciones de la secretaría del Mecanismo de Seguimiento serán ejercidas por la Secre-
taría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 34. Conferencia de Estados Parte

La Conferencia de Estados Parte es el órgano principal del Mecanismo de Seguimiento, 
está integrada por los Estados Parte en la Convención y tiene, entre otras, las siguientes 
funciones:

a)	Dar seguimiento al avance de los Estados Parte en el cumplimiento de los compro-
misos emanados de la presente Convención.

b)	Elaborar su reglamento y aprobarlo por mayoría absoluta.

c)	Dar seguimiento a las actividades desarrolladas por el Comité de Expertos y formu
lar recomendaciones con el objetivo de mejorar el funcionamiento, las reglas y 
procedimientos de dicho Comité.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/CXQdiA

DR © 2018. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos-http://www.cndh.org.mx/



Convención Interamericana sobre la Protección
de los Derechos Humanos de las Personas Mayores

|||||   282

d)	Recibir, analizar y evaluar las recomendaciones del Comité de Expertos y formular 
las observaciones pertinentes.

e)	Promover el intercambio de experiencias, buenas prácticas y la cooperación técni-
ca entre los Estados Parte con miras a garantizar la efectiva implementación de la 
presente Convención.

f)	Resolver cualquier asunto relacionado con el funcionamiento del Mecanismo de 
Seguimiento.

El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos convocará la primera 
reunión de la Conferencia de Estados Parte dentro de los noventa días de haberse consti-
tuido el Mecanismo de Seguimiento. La primera reunión de la Conferencia será celebrada 
en la sede de la Organización, a menos que un Estado Parte ofrezca la sede, para aprobar 
su reglamento y metodología de trabajo, así como para elegir a sus autoridades. Dicha reu-
nión será presidida por un representante del Estado que deposite el primer instrumento de 
ratificación o adhesión de la presente Convención.

Las reuniones ulteriores serán convocadas por el Secretario General de la Organización 
de los Estados Americanos a solicitud de cualquier Estado Parte, con la aprobación de dos 
tercios de los mismos. En ellas podrán participar como observadores los demás Estados 
Miembros de la Organización.

Artículo 35. Comité de Expertos

El Comité estará integrado por expertos designados por cada uno de los Estados Parte en 
la Convención. El quorum para sesionar será establecido en su reglamento.

El Comité de Expertos tiene las siguientes funciones:

a)	Colaborar en el seguimiento al avance de los Estados Parte en la implementación 
de la presente Convención, siendo responsable del análisis técnico de los informes 
periódicos presentados por los Estados Parte. A tales efectos, los Estados Parte se 
comprometen a presentar un informe al Comité de Expertos con relación al cum-
plimiento de las obligaciones contenidas en la presente Convención, dentro del año 
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siguiente de haberse realizado la primera reunión. De allí en adelante, los Estados 
Parte presentarán informes cada cuatro años.

b)	Presentar recomendaciones para el cumplimiento progresivo de la Convención so-
bre la base de los informes presentados por los Estados Parte de conformidad con 
el tema objeto de análisis.

c)	Elaborar y aprobar su propio reglamento en el marco de las funciones establecidas 
en el presente artículo.

El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos convocará la primera 
reunión del Comité de Expertos dentro de los noventa días de haberse constituido el Me-
canismo de Seguimiento. La primera reunión del Comité de Expertos será celebrada en la 
sede de la Organización, a menos que un Estado Parte ofrezca la sede, para aprobar su re-
glamento y metodología de trabajo, así como para elegir a sus autoridades. Dicha reunión 
será presidida por un representante del Estado que deposite el primer instrumento de rati-
ficación o adhesión de la presente Convención.

El Comité de Expertos tendrá su sede en la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 36. Sistema de peticiones individuales

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconoci-
da en uno o más Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, puede 
presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan 
denuncias o quejas de violación de alguno de los artículos de la presente Convención por 
un Estado Parte.

Para el desarrollo de lo previsto en el presente artículo se tendrá en cuenta la naturaleza 
progresiva de la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales objeto de pro-
tección por la presente Convención.

Asimismo, todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ra-
tificación o de adhesión a la presente Convención, o en cualquier momento posterior, de-
clarar que reconoce la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Esta-
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do Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la presente 
Convención. En dicho caso, se aplicarán todas las normas de procedimiento pertinentes 
contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Los Estados Parte podrán formular consultas a la Comisión en cuestiones relacionadas con 
la efectiva aplicación de la presente Convención. Asimismo, podrán solicitar a la Comisión 
asesoramiento y cooperación técnica para asegurar la aplicación efectiva de cualquiera de 
las disposiciones de la presente Convención. La Comisión, dentro de sus posibilidades, les 
brindará asesoramiento y asistencia cuando le sean solicitados.

Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación 
o de adhesión a la presente Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que 
reconoce como obligatoria y de pleno derecho y sin acuerdo especial la competencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la interpre-
tación o aplicación de la presente Convención. En dicho caso, se aplicarán todas las nor-
mas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos.

Capítulo VII 
Disposiciones generales

Artículo 37. Firma, ratificación, adhesión y entrada en vigor

La presente Convención está abierta a la firma, ratificación y adhesión por parte de todos 
los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos. Después de que entre 
en vigor, todos los Estados Miembros de la Organización que no la hayan firmado estarán en 
posibilidad de adherirse a la Convención.

Esta Convención está sujeta a ratificación por parte de los Estados signatarios de acuerdo 
con sus respectivos procedimientos constitucionales. Los instrumentos de ratificación o 
adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Ame-
ricanos.
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La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya 
depositado el segundo instrumento de ratificación o adhesión en la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos.

Para cada Estado que ratifique o se adhiera a la presente Convención después de que haya 
sido depositado el segundo instrumento de ratificación o adhesión, la Convención entrará 
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado el instru-
mento correspondiente.

Artículo 38. Reservas

Los Estados Parte podrán formular reservas a la Convención en el momento de su firma, 
ratificación o adhesión, siempre que no sean incompatibles con el objeto y fin de la Con-
vención y versen sobre una o más de sus disposiciones específicas.

Artículo 39. Denuncia

La Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Par-
te podrá denunciarla mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de la Or-
ganización de los Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha 
de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para dicho 
Estado, permaneciendo en vigor para los demás Estados Parte. La denuncia no eximirá al 
Estado Parte de las obligaciones impuestas por la presente Convención con respecto a toda 
acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que la denuncia haya entrado en vigor.

Artículo 40. Depósito

El instrumento original de la Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portu-
gués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro y 
publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de 
la Carta de las Naciones Unidas.
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Artículo 41. Enmiendas

Cualquier Estado Parte puede someter a la Conferencia de Estados Parte propuestas de en-
miendas a esta Convención.

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en 
que dos tercios de los Estados Parte hayan depositado el respectivo instrumento de ratifica-
ción. En cuanto al resto de los Estados Parte, entrarán en vigor en la fecha en que depositen 
sus respectivos instrumentos de ratificación.

Estado de firmas y ratificaciones

Convención Interamericana sobre la Protección  
de los Derechos Humanos de las Personas Mayores*

Adoptado en:	 Washington, D.C., Estados Unidos.
Fecha:	 06/15/2015 (lunes 15 de junio de 2015).
CONF/ASAM/Reunión:	 Cuadragésimo Quinto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General.
Entrada en vigor:	 1/11/2017, 11 DE ENERO DE 2017 (el trigésimo día a partir de la fecha  
	 en que se haya depositado el segundo Instrumento de Ratificación  
	 o adhesión de la Convención en la Secretaría General de la Organización  
	 de los Estados Americanos). 
Depositario:	 Secretaría General OEA (Instrumento original y ratificaciones).
Texto:	 - 
Registro ONU:	 02/27/2017 NO. 54318 

Información general del Tratado: A-70

Países  
signatarios

Firma  
(mm/dd/yy)

RA/AC/AD
Depósito 

 (mm/dd/yy)
Información*

Antigua y Barbuda --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Argentina 06/15/15 06/30/17 10/23/17 Yes

Bahamas --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Barbados --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Belice --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Bolivia 06/09/16 03/13/17 RA 05/17/17  
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Información general del Tratado: A-70

Países  
signatarios

Firma  
(mm/dd/yy)

RA/AC/AD
Depósito 

 (mm/dd/yy)
Información*

Brasil 06/15/15 --/--/-- --/--/--  

Canadá --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Chile 06/15/15 07/11/17 08/15/17 Yes

Colombia --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Costa Rica 06/15/15 10/12/16 RA 12/12/16  

Cuba --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Dominica --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Ecuador --/--/-- --/--/-- --/--/--  

El Salvador --/--/-- 03/13/18 AD 04/18/18 Yes

Estados Unidos --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Grenada --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Guatemala --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Guyana --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Haití --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Honduras --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Jamaica --/--/-- --/--/-- --/--/--  

México --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Nicaragua --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Panamá --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Paraguay --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Perú --/--/-- --/--/-- --/--/--  

República Dominicana --/--/-- --/--/-- --/--/--  

San Cristóbal y Nieves --/--/-- --/--/-- --/--/--  

San Vicente y las Granadinas --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Santa Lucía --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Surinam --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Trinidad y Tobago --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Uruguay 06/15/15 11/07/16 RA 11/18/16  

Venezuela (República Bolivariana de) --/--/-- --/--/-- --/--/--  

Abreviaturas: D = Declaración; RA = Ratificación; AC = Aceptación; AD = Adhesión; R = Reserva; Informa = información 
requerida por el Tratado.
* Declaraciones/Reservas/Denuncias/Retiros.
Referencias del Tratado: A-70.
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